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Licenciado
LuÉ Efraín Guzmán Morales
Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales
Un¡versidad de San Cados de Guatemala

Respetable Licenc¡ado Guzmán Morales:

De manera respetuosa me d¡rijo a usted, para refer¡rme ai nombramiento de
ASESOR DE TESIS que recayó en mi persona, de fecha 27 de febrero de 2012,
de la Bachiller SHEYLA VANESA GARCIA REYES, carné 200119447.

Al respecto, le informo que en cumpl¡miento de tal designación, procedí a
brindarle la asesoría necesaria.para la ¡nvestigación del tema elegido y autor¡zado,
denominado "DELITOS MEDIATICOS Y LA NECESIDAD DE QUE SE TIPIFIQUE
EN EL CÓDIGO PENAL EL DELITO DE DIVULGACIÓN DE NOTICIAS
FALSAS"; quien atendió las sugerencias y orientación que le brindé para el
efecto.

Con relación al contenido c¡entífico y técnico de la tesis, abarca las etapas
del conoc¡miento científico, el planteamiento del problema jurídico-social de
actualidad y la recolección de información realizada por la menc¡onada estudiante,
fue de gran apoyo en su invest¡gación, debido a que el material es actualizado.

La estructura formal del trabajo contiene una secuencia ideal para su buen
entend¡miento, asi como la utilización de los métodos inductivo y deductivo,
analítico y sintético; el uso de la técnica de investigación b¡bliográfica, demuestra
que se efectuó la recolección actualizada de la misma.

En m¡ opinión, el trabajo realizado por la sustentante constituye un valioso
aporte técnico-jurídico en materia de Derecho Penal y específicamente a la PaÍe
Espec¡al que contiene nuestro ordenamiento penal sustantivo. La autora hace un

análisis respecto a los delitos de imprenta y contra el honor en el ámbito nacional

e internacional, la forma y constitución de los jurados de imprenta en Guatemala,

aborda la necesaria inclusión del ilícito penal denominado D¡vulgación de Not¡c¡as
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Falsas en nuestra normativa. Por lo que al respecto formula importantes
conclusiones y presenta recomendaciones pragmáticas, que debieran ser
atendidas por qu¡enes poseen iniciativa de ley para ¡mplementar la reforma
respectiva en el Código Penal.

Estimo que el referido trabajo investigativo reúne todos los requis¡tos
necesarios para continuar con el trámite respectivo, part¡cularmente con los

requerim¡entos exigidos por el Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de
Tesis de L¡cenciatura en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de nuestra
Casa de Estudios, por lo que me permito emitir DIGTAMEN FAVORABLE, en
calidad de ASESOR DE TESIS.

Sin otro particular, me e atentamente.

ÁR BERNAÚ ND LEI\¡US
coLEGtADO NO. 7997
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UNIDAD ASESORiA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURiDICAS Y SOCIALES.
Guatemala, 08 de julio de 2012.

Atentamente, pase al LICENCIADo JORGE ANTONIO GARC|A l\4MARlEGos, para que
proceda a revisar el trabajo. de tesis de la estudiante SHEYLA VANESA GARCIA REYES,
intitulado: "DELITOS ¡,4EDIAT|COS Y LA NECESIDAD DE QUE SE TIPIFIOUE EN EL
cÓDIGo PENAL EL DELIIo DE DIVULGACIÓN DE NOTICIAS FALSAS".

Me permito hacer de su conocimiento que está facultado para rcalizat las modifcaciones de
forma y fondo quefengan por objeto mejorar la investigac¡ón, asimismo, del tÍtulo del trabajo de
iesis. En el dictamen coffespondiente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el
Adículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de L¡cenciatura en Cienc¡as Jurídicas y
Soc¡ales y del Examen General Público, el cual establece: "fanto el asesor como el revisor de
tesis, harán constar en los d¡ctámenes conespohdientes, su opinión respecto del cohtenido
c¡entífico y técn¡co de la tesis, la metodo¡ogía y técnicas de investigación utilizadas, la
redacción, los cuadros estadísticos sifueren necesar¡os, la contribución científica de la misma,
las conclusiones, las ¡ecomendac¡ones y la bib¡¡ografia uti¡izada_,€i aprueban o desaprueban el
trabajo de ¡nvestigación y otras cons¡deraciones que

DR. ERGE AM¡LCAR
JEFE LA UNIDAD ASES

cc.Unidad de Tesis
BAN¡O/¡yr.
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Doctor
Bonerge Amílcar Mejía O¡ellana
Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis
Facultad de Ciencias Juridicas y Sociales
Un¡versidad de San Carlos de Guatemala

?:i:l

R$petable Doctor Mejía Orellana:

Atentamente me dirüo a usted con el objeto de informarle que conforme
resolución de su despacho, he prestado asesoría a Ia bachiller SHEYLA
VANESA GARCIA REYES, en la preparación de su trabajo de Tesis
denominado "DELITOS MEDIATICOS Y LA NEGESIDAD DE QUE SE
TIPIF¡QUE EN EL CÓDIGO PENAL EL DELITO DE DIVULGACIóN DE
NOTICIAS FALSAS".

Al respecto y en cumplimiento con lo establecido en el Artículo 32 del
Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Cienc¡as Jurídicas y
Sociales y del Examen General Públ¡co, me permito rendir a usted el informe
siguiente:

a. El tema de Tesis es importante ya que trata de contribuir acerca de la
necesidad que existe respecto a regular la actividad de los med¡os de
comun¡cación frente a los derechos de funcionarios público y
particulares, siendo un trabajo de investigación con características de
ser novedoso y de actualidad, analizando las disposiciones legales
v¡gentes; asimismo realizar una reforma a dicha regulación e ¡ncluso una
nueva normativa.

b. Los métodos y técn¡cas empleados en la invest¡gación son idóneos,
utilizando los analít¡co y sintético, los cuales le perm¡tieron a la
bachiller la facilidad y eficacia en cuanto a ¡a recopilación y selección de
información para desarrollar el tema.
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También observó las instrucciones y recomendaciones hechas en cuanto
a la presentación y desarrollo del presente trabajo, demostrando
dedicación y objetividad; así como un amplio conocim¡ento de Ia
problemática.

El aporte científico de la invest¡gación liene por resultado que la autora
adv¡erte en cuanto a la necesidad que existe de normar la act¡vidad de los
medios de comunicación, así como la falta de legislación especializada
sobre el tema y el planteamiento que las normativas existentes resultan
obsoletas al tiempo actual.

Las conclusiones y recomendac¡ones concuerdan con el plan y el
contenido de la investigación, constituyendo un aporte para soluc¡onar la
problemÉtica en mención, asimismo para los estud¡antes y profesionales
del derecho por el enfoque que se le ha dado; s¡endo el mismo un tema
de la realidad juridica del país.

En cuanto a la fuente bib¡iográfica consultada es suficiente y adecuada
para el tema desarrollado, ya que contiene la exposición comparada que
hace que el contenido deltema sea más completo.

/'-'os I.\
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f.

Por lo anter¡or expuesto,
bachiller SHEYLA VANESA
sustentac¡ón del examen
FAVORABLE y

Respetu

considero que el
GARCIA REYES.

trabajo de investigación de la
puede servir de base para la
irtud de ello, emito DICTAMEN

pectivo.

RIEGOS

continuar con el trámite
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES. GL]AIEMAIA, 08 dC

marzo de 2013.

Con vista en los dictámenes que anteceden, se autorlza la impresión del trabajo de tesis de la

estudiante SHEYLA VANESA GARCIA REYES, tit!ado DELITOS ÍVIEDIATICOS Y LA

NECESIDAD DE QUE SE TIPIFIQUE EN EL CÓDIGO PENAL EL DELITO DE DIVIJLGACION

DE NOTICIAS FALSAS. Artículos: 31, 33 y 34 del Normativo para la Elaboración de Tesis de

Licenciatura en Ciencias Juridicas y Sociales y del Examen General Público.
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DEDICATORIA

Por perm¡tirme culm¡nar una de m¡s meias.

Milton Tereso García Reyes y Zulma Vanesa Reyes

Herrarte, por todos sus esfuerzos, paciencia y amor

brindados en cada etapa de mi vida, este triunfo también es

de ellos.

Diego. con todo mi amor, por su paciencia y ser mi

motivación para continuar superándome cada día.

Milton Eliseo García Reyes, con amor por todos los

momentos compartidos y su apoyo incond¡c¡onal.

Eneyda Reyes, por sus consejos y apoyo incondicional en

cada etapa de mi vida.

La gloriosa Universidad de San Carlos de Guatemala,

especial a la Facultad de C¡encias Juridicas y Soc¡ales.
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Qué sucede con el ejercicio y garantía de la libre emisión del pensarnienio y la función

que realizan los medios de comunicación social, cuáles son las consecuencias

cuando se divulgan noticias falsas o alejadas de la verdad, es decir, no totalmente

verdades y no totalmente falsedades, pretendiendo influir en la ciudadanía que las lee,

Io cual implica una falta de seguídad y certeza jurídica que el Estado debe observar

tomando en consideración que en la hisioria guatemalteca, nunca se ha procesado a

ningún medio de comunicación social, periodista o persona que se dedique a difundir

noticias, sobre la trasgresión a bienes jurídicos tutelados como el honor, la iniirnidad

de las personas, cuando en el caso de personas particulares y funcionarios o

empleados públicos se divulgan noticias falsas y se hace creer a la ciudadanía

determinados asuntos que no son totalmente verdades. Se observa que la protección

a estos derechog humanos no está totalmente garantizada.

Si bien es cierto, la libertad de expresión es un derecho humano, éste tiene límites, no

podrÍa permitirse que tales derechos sean absoluios y que el Estado no tenga control

sobre ellos, debe existir siempre armonía entre derechos y garantÍas protegidos por el

ordenamiento jurídico. Existe siempre la posibilidad de que las noticias o articulos

sean manipulados, para lograr cierta opinión de la ciudadanía, incluso, los medios de

comunicación abusando del poder que poseen, publican noticias inclinándose a una

ideología política y tratando, como se mencionó, de convencer a la población de

adoptar la postura que le conviene-

El objetivo general de la investigación fue establecer en qué consisten los delitos

mediáticos, el daño que ocasiona a la sociedad guatemalteca, los limites al ejercicio de

la llbertad de expresión y emisión del pensamiento, y la necesidad de que se regule en

el Código Penal el delito de divulgación de noticias falsas; y los especificos fueron

indicar el marco normativo en que se desarrolla la libertad de emisión del pensamiento

estableciendo los límites que existen y si los mismos pueden incurrir en ilÍcitos penales

ya establecidos; determinar cuáles son los actos que difieren con los límites que la ley

establece al respecto del ejercicio de la liberiad de pensañiento, y si estas conductas

se encueniran establecidas en el Código Penal.

(i)
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Se comprobó la hipótesis de que eiiste desprotección en la ciudadanÍa cuando se Vert/
divulgan noticias falsas y que generalmente lesionan a personas acerca de su vida

privada, dignidad y moral. Para el desarrollo del trabajo se emplearon los siguientes

métodos de investigación: analítico, sintético, inductivo, deductivo y las técnicas de

investigación utiliz€das son: la documental y la científica jurÍdica.

Esta tesis está contenida en cuatro capítulos, de los cuales el primero, tiene como

propós¡to el estudio de los delitos de imprenta y de los delitos contra el honor, el

segundo, comprende un acercamiento hacia los delitos de imprenta en el ámblto

nacional e internacional; el tercero, prei;nde establecer la forma y constituc¡ón de los

iurados de imprenta en Guatemala; y el cuarto capítulo, está destinado a describir la

necesidad de que se regule en el Código Penal el delito de divulgación de noticias

falsas.

{ii)



CAPITULO I

L Los delitos de imprenta y los delitos contra el honor

'1.1 Naturaleza jurídica de los del¡tos de imprenta

En primer lugar conviene_señalar que considerar a ios delitos de imprenta como tal,

para el caso de Guatemala, resulta ser muy aventurado, pues realmente no se

encuentran normados en la ley de la materia como se verá más adelante; así también'

las ¡nfracciones que se cometen derivados de la imprenta se materializan en el tema de

los delitos contra el honor más apropiadamente y estos se encuentran contemplados

en el Código Penal.

Respecto a las infracc¡ones penales que se conocen con el nombre de delitos de

imprenta o delitos de publicación, consisten en la manifestación de un pensamiento

perjudicial hecho público con intención dolosa, ya sea mediante la escritura, la

imprenta, la palabra o cualquier otro medio de publ¡c¡dad. Si b¡en es cierto que el medio

de publicac¡ón utilizado no altera la naturaleza jurídica de la acción, los delitos que se

ver¡fican mediante la escritura, la imprenta, el grabado u otras formas que confieran

cierta permanencia a los pensamientos reproduc¡dos, se diferencian de los delitos que

se llevan a cabo por los demás medios, tales como los discursos, gritos, conferencias,

etc., en que los pr¡mero suponen una mayor meditación de parte de sus autores que

estos últimos, y también en que son más perjudiciales, por cuanto suelen seguir



produciendo efecto mientras subsisten los escritos, los impresos o los grabados que los

contienen.

Estas diferencias, de una evidencia innegable, aconsejan reprimir a los ¡mpresos con

mayor severidad que a los verbales. En el derecho romano: "se hacía ya una distinción

entre los delitos de la palabra y aquellos de la escritura y se les concedía a ambas

categorias diferente importancia en cuanto a la gravedad de sus efectos; así, por

ejemplo, la injuria cuyo nombre genérico era contumelia se dividía en delito de Ia

palabra llamado conviccium y en delito de la escritura que recibía el nombre de libelus

famosus, el cual estaba castigado con más rigor que el anterior. lgual criter¡o consagra

la legislación inglesa, la cual atribuye mayor gravedad a los del¡tos que resultan de la

manifestac¡ón de un pensamiento escrito o impreso que a los que se llevan a cabo por

otros medios"-1

Durante un largo tiempo, los delitos como tal, cometidos por medio de la imprenta han

gozado de una situación privilegiada en las legislaciones de los países democráticos. El

concepto de antaño que atribuía una amplitud exagerada al ejercicio de las libertades

públicas, benefic¡ó a la de imprenta más que a ninguna otra. Los legisladores de

aquella época, temerosos de contrariar la opinión dominante de que la manifestación

de las ideas no podía dar lugar a la perpetración de del¡tos, reprimían las infracciones

cometidas por las publicaciones impresas con demasiada liberalidad y las

denominaban abusos de la libertad de imprenta. De esta manera se consagraba la

I Desantes Guanter, José [4arla. Los límites de la informac¡ón. Pág. 56



extralim¡tac¡ones en el ejercicio de un derecho, y que por tanto deben ser tratadas

benévolamente por la ley; este criter¡o que facultaba a las publicaciones para delinquir

casi impunemente, es considerado en la actual¡dad como algo absurdo que no puede

justificarse con razones de ninguna nalurcleza, Io cual se analizará con mayor

profundidad más adelanle.

En resumen, la infracción consiste en la manifestación de un pensamiento; por tratarse

de un delito de imprenta propiamente tal y si ella está constitu¡da por un hecho material

ajeno a la expresión de las ¡deas, existe solamente una simple contravención. Es por

ello que en la doctr¡na se sostiene que los del¡tos de ¡mprenta son de naturaleza sui

generis y se fundamentan princ¡palmente en la consideración del enorme poder que

hoy día ejercen los medios de comunicación en todos los ámbitos del quehacer de la

activ¡dad humana.

En realidad, la imprenta se constituye en un ¡nstrumento por el cual se pueden cometer

delitos, pues éstos residen en el hecho m¡smo, ¡ndependientemente del medio por el

cual se verif¡ca. Aceptar que el instrumento empleado es capaz de alterar la naturaleza

jurídica de estas infracc¡ones, implica un absurdo semejante a reconocer que un

homicidio perpetrado con veneno es jurídicamente d¡ferente al que se ejecuta con un

arma blanca o un revólver. A esta verdad ha querido dársele por algunos una

significación que no t¡ene, deduc¡endo, por ende una consecuencia errónea; se

sostiene, en efecto, que s¡ las infracciones de imprenta son del¡tos comunes deben
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estar sometidas a los preceptos del derecho ordinario, esto es, al régimen que el 
""".' i/

Código Penal establece para todos los delitos. Por otro lado, se debe reconocer que los

delitos de imprenta o de publ¡cación provienen generalmente de un solo acto externo,

la emisión pública de un pensamiento culpable y en tal caso no se presenta ninguna

dificultad, pero a veces tienen su origen, como cuando se cometen por medio de la

¡mprenta, en dos actos diferentes que se encuentran intimamente ligados entre síy que

son la exteriorización del pensamiento delictuoso y la publicación del mismo. Esta

dualidad de actos da nacimiento al problema de determinar en cuál de ellos reside

propiamente el del¡to.

Siguiendo un criterio estrictamente iurídico habría que radicar el delito en la

man¡festación del pensamiento, en el escr¡to que lo contiene, ya que es en éste donde

se encuentra expresada la intención positiva de inferir la información; y en tal caso la

publicidad vendría a ser un elemento accidental de la infracción. Pero de acuerdo con

esta lógica, el escrito delictuoso sería punible aún antes de su publicación, lo que no es

aceptable porque el delito no puede ser conocido ni menos constatado sino después de

haber sido dado a la publ¡cidad. Debido a este ¡nconven¡ente el criter¡o expuesto no ha

encontrado acogida en la doctrina.

En defecto de lo expuesto, no puede ser sino el acto de la publ¡cación Io que

catacteriza a estos delitos y lo que los distingue de los demás de Ia manifestación de

ideas. En realidad, lo que implica un pel¡gro y lo que provoca un daño no es la



expresión misma de un pensamiento malévolo, sino que la

pensamiento. En otras palabras, es el acto de la publicación

t't-'']i
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publicidad que se da 
^ 

u".' J
lo que caracteriza al delito.

Los pensamientos pueden hacerse públ¡cos por los medios más diversos como la

palabra verbal y escrita, la imprenta, el gesto, el dibujo, etc.; y a estas formas clásicas

hay que agregar las que en la actualidad ex¡sten, producto de la tecnología la

radiotelegrafia, radiotelefonía, el cinematógrafo y otros medios como el lnternet que

confieren al pensamiento la facultad de difund¡rse en el espacio y de perpetuarse en el

tiempo. Esta gran variedad de medios de publicidad origina la dificultad de precisar

cuándo un pensanfiento malintencionado ha recibido la publicac¡ón suficiente para que

const¡tuya un delito.

Este punto impl¡ca una cuestión de hecho cuya solución no corresponde a la doctrina,

s¡no que a los leg¡sladores o a los Tribunales de Just¡cia. Las legislaciones pueden

adoptar a este respecto dos posturas diferentes, como el hecho de enumerar

taxativamente cuáles son los medios de publicidad que dan lugar a la verificac¡ón de

los del¡tos med¡áticos; y otro que prefiere entregar a la jur;sprudencia la tarea de

apreciar en cada caso concreto si la emisión de un pensamiento malicioso ha estado o

no revestido de la publicidad suficiente para que constituya un delito.

Es ¡ndudable que el hecho material de la publicación no basta por sí solo para constituir

un delito de imprenta; se requiere, además, que sea intencional. En consecuencia, es
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necesario que junto a la intención perjudicial, inherente al pensamiento mismo, existü13g/

también la voluntad de divulgar d¡cho pensamiento.

En términos diferentes: "es indispensable una doble intenc¡ón que los jueces deben

constatar, a saber: 1o La intención delictuosa relativa a la agresión, es decir, la voluntad

agresiva; y 20 La intención de publicar esa voluntad agresiva" 2.

En virtud de lo anter¡or, esta exigencia de una doble voluntad crim¡nal en los delitos de

imprenta es perfectamente explicable, ya que estando las infracciones de esta índole

constituidas por dos actos diferentes, el pensamiento doloso y la publicación, es

razonable que ambos deban ser intencionales para que el hecho que originan pueda

ser considerado como delictuoso.

La última característica de los delitos de imprenta que queda por prec¡sar radica en que

las infracciones de esta clase se consuman en el acto mismo de la publ¡cación del

pensamiento perjudicial; lo que significa que si la publicación sirve solo de instrumento

auxiliar para Ia comprobación de un hecho delictuoso que se consuma

independienlemente, no se puede hablar de delito de publ¡cidad.

'zAcosta Valverde, IVIiguel. Los med¡o6 de comunicación y la educac¡ón ciudadana. Pág. 101
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El honor tiene características muy especiales ya que su valoración es relativa, deb¡do

a que no todas las personas lo estiman de igual modo. Mientras que para algunas

personas su honor vale más que su propia vida a grado tal que no dudan en sacrificar

ésta para defender aquél; para otras en cambio no tiene un valor tan grande y si se

deciden a conservar el honor es por las ventajas de orden mater¡al que de su posesión

resultan; por último, encontramos personas que dan tan poco valor a su honor que no

dudan en sacrificarlo ante cualquier ventaja patrimonial.

1.2.1 Antecedentes do la comisión de estos del¡tos

El concepto de honor t¡ene varios significados, según se tome en una acepción

subjetiva u objetiva como elemento que entra en juego en las relaciones sociales. El

Diccionario de la lengua española deline al honor como "Cualidad moral que lleva al

cumplim¡ento de los propios deberes respecto del prójimo y de uno mismo; implica la

aceptación personal y la construcción en el imaginario social, e incluso en la

superestructura jurídica, de una cualidad moral vinculada al deber, a la virtud, al mérito,

al heroísmo; que trasciende al ámbito familiar, de la descendencia y de la conducta

sexual, especialmente a la de las mujeres depend¡entes; que se refleja en la opinión, la

fama o la gloria y en diferentes ceremonias de reconocimiento públ¡co; y que produce

recompensas materiales o cargos, empleos, rentas, patrimonios, herencias, etc."
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El honor cumplió esa función durante un gran periodo de la historia de la civilización-

occidental, regulándose desde la conformación del feudalismo de Europa Occidental en

la Edad Media, mientras la nobleza siguió siendo clase dominante en la sociedad

organizada. El concepto perduró en formaciones sociales históricas que se conv¡erten

en sociedades de clase o burguesas durante la Edad contemporánea; pero su función

es ya otra, exagerando sus extremos más románticos en el duelo, que tiene su edad de

oro en el siglo XlX.

En la antigua Roma la palabra injuria tenia una importancia muy extensa, diferente al

concepto que en lá actualidad le otorgamos a este tipo de ofensa al honor. En sentido

amplio se entendería por injuria a toda conducta contraria al derecho; en términos

modernos dicha significación de la injuria, sería semejante a lo que conocemos como

antijuricidad. En sentido estricto, la injur¡a era la ofensa hecha a un tercero en su

cuerpo o en sus cosas, que debería de diferenciarse de la otra gran categoria de

delitos contra los particulares agrupados en la órbita de los delitos patrimon¡ales,

denominado furtum, el cual consistia en el apoderamiento ¡legítimo de una cosa de

carácter mueble ajena sin consent'miento de su dueño; para lograr con su uso y

posesión un provecho pecuniario. Se requería el dolo, pero en ambos sentidos la ¡njur¡a

¡mpl¡caba una ofensa a la existimatio.

La "existimatio era un derecho de la personalidad, materializado por el pleno goce de la

dignidad atr¡buida a la persona por el derecho civ¡l romano. La existimatio confería a la

persona el derecho a no ser objeto de op¡niones perjudiciales a su autoestima o a su



,':h'É rP,¡,4:;l'?. :t
\¡t'{{' ¿-'l

reputación social. Por formas: a) derecho del sujeto a exigir que un extraño no le 
-

demuestre un particular desprecio personal, b) derecho del sujeto a exigir que otro no

vierta op¡niones perjudiciales a su honor." 3

En la ley de las Xll tablas, que contenia las normas que regían al pueblo romano para

su pacífica convivencia, la injur¡a ya se configura preponderantemente como ofensa

contra el honor; además aquí ya se hacía mención de ciertas modalidades injuriosas

que lesionaban el honor de los ciudadanos y que merecían una severa represión penal.

En vano procuraríamos encontrar en el derecho romano un concepto que corresponda

a la noción moderrla de injuria; la noción romana de honor fue de límites muy confusos.

Lo que si parece fuera de duda, es el hecho de que la noción de ¡njuria como ofensa

física a la persona precedió en mucho tiempo al daño moral. Esta circunstancia

contr¡buyó decis¡vamente para que poetas y literatos utilizaran expresiones como

convic¡um, contumelia y ofensa para ev¡tar confusiones con los conceptos que

interesaban al orden juridico. injuria.

En las Xll tablas se lograron fusionar concepc¡ones jurídicas y l¡terarias; y de ahí en

adelante se advirtieron c¡ertas d¡stinciones entre algunas modal¡dades de injuria tales

como la contumelia, el conv¡cium, el carmen famosum y el libellus famosus, aunque es

importante señalar que no todas estas denom¡nac¡ones comprendían tipos particulares

de injuria.

3 Soler, Sebastián. Derecho penal aryent¡no. Tomo ll. Pág. '186.
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La conlumelia era una injur¡a especia¡, consistía en un ultraje; la injuria era ei'l*-/

tratamiento despreciativo hecho a otro. El conv¡cium era Ia injuria prop¡amente dicha,

sin embargo no debe de pensarse que todo ultraje constituía convicium El convic¡um

se caracterizaba porque era practicado con gran alboroto y frente a la casa de las

personas; se requería de la presencia de un gran número de personas y la del

ofendido en la mayoria de los casos.

El objetivo de la injuria en el derecho romano, era la personalidad del ciudadano; los

muertos no podían ser víctimas de tal delito al igual que las personas jurídicas o

corporaciones, ni él Estado, esto es, dentro del campo privado. Cuando se dice que en

Roma, la injuria era un del¡to contra la persona en modo alguno se excluye a los

extranjeros y esclavos, pero en cuanto a estos últimos la afrenta se reputaba hecha al

amo. Los dementes y menores de edad tamb¡én eran sujetos pasivos de este delito,

por cuanto para ser considerado como persona no se precisaba de una especial

capacidad de obrar.

Todo delito de naturaleza ¡njuriosa precisaba del dolo, aunque en los tiempos primit¡vos

únicamente bastaba una s¡mple manifestación ofens¡va. Al promulgarse la Lex cornelio

de ¡njuriis, se excluyeron del catálogo penal las injurias indeterminadas; en el ámbito

pr¡vado la anuenc¡a del ofendido suprimía la acción penal, situación que no sucedía

cuando se presentaban casos de libellus famosus la cual se cometía por medio escrito.

10



romano respecto a los delitos comet¡dos contra el honor, rec¡biendo además una fuerte

influencia del derecho eclesiástico, lo cual redundó en una suerte de transformación

axiológica en cuanto éste era considerado como un patrimonio exclusivo de las clases

nobles, quienes en la mayoría de los casos, solucionaban sus diferencias por la vía del

duelo; los intentos de la lglesia por controlar tales ímpetus caballerescos fueron en

vano. Eran considerados como delitos injuriosos todas las ofensas orales'

comprendiéndose tamb¡én al carmen famosus que era una modalidad de uitraje

expresado por medio de composiciones, versos, escritos difamator¡os.

Al igual que en el lmperio Romano, la veracidad de la imputación deshonrosa no

excluía el del¡to. Se debe aclarar que en el medioevo no se asimilaron tal como eran

entendidos en Roma las distintas ofensas contra el honor. Si la imputación ofens¡va

presentaba, en cuanto a su veracidad, motivo de duda, tal caso era reputado como

injurioso porque se pensaba que en el subsistía c¡erto animus injurandi.

Los princip¡os del derecho procesal de la época como la prueba de la verdad, en la

mayoría de casos eran reemplazados por el duelo. Tal situación no era del agrado del

clero, por lo que la lglesia creó instituciones como la retractación o devolución de fama;

del mismo modo se excluyeron del campo de los delitos contra el honor a las

agresiones corporales. La pena más severa era aplicada al libellus famosus, por cuanto

éste era la forma típica de injuriar.
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de injuria grosera. Debido a la influencia que ejerció el clero, la pena más comúnmente

aplicada era la de multa, ya que se cons¡deraba que era la más apropiada y justa en

correspondencia con el daño que la injuria provocaba. Si la ofensa era grave las penas

ap,icables eran las de muerte, mutilación, confiscación de bienes etc. Si el ultraje

cometido, a criterio de las partes, era susceptible de componenda se prefería tal

camino.

1.2.2 Bien ¡uríd¡co tutelado de los delitos contra el honor

A continuación veremos las figuras que tienen como objeto garantizar bienes juridicos

inmater¡ales, concernientes más estrictamente a la esfera de la personalidad

prop¡amente dicha; el honor. "La doctrina a través de la historia, ha intentado d¡lucidar

la naturaleza juríd¡ca del honor desde una doble perspectiva: subjetiva y objetiva". a

El honor subjetivo.

El honor subjetivo es la valoración que la misma persona hace de sus propios atributos.

A decir que es: "el sentimiento de nuestra dignidad es el contenido primario de la idea

de honor; y ese sentimiento es aspiración de toda alma, por poco noble que sea,

aspiración instintiva y que no depende de ninguna considerac¡ón de bienes exter¡ores,

sino exclusivamente del honor de nosotros m¡smos y de aquel goce inefable que

'tb¡d. Pás.188
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produce en nosotros, s¡n necesidad de aplausos ajenos de miras ulteriores, la solaV

conciencia de nuestros méritos, de nuestras capacidades, de nuestras virtudes. Lo

opuesto a tal sentimiento es la vergüenza y la abyección que produce en nosotros el

conocimiento de nuestros errores, independientemente de las censuras ajenas".5

Humanamente es imposible encontrar una persona desprovista

honor. La misma autoreprobación de la injuria está señalando

aunque sea menoscabado.

del

que

sentimiento del

el honor existe

"El honor como sbntimiento que dirige ¡os actos y la conducta de una noble vida

humana puede ser ofendido pero no puede ser arrebatado, porque la ofensa no quita a

nadie su propio honor, cuando éste existe en el significado espiritual de la palabra." 6

2 El honor objetivo

El honor objetivo es la apreciación y la valoración que conciben los demás de las

cualidades éticas y sociales de una persona. Es la buena reputación de que se d¡sfruta

de conformidad con la conducta rea¡ o aparente de un ser humano. El buen nombre es

un patrimon¡o de elevada valoración. Pero solamente adquiere sentido en la

¡mportancia que otros le otorguen. "El mayor número de personas a las cuales fue

comu¡icado el ataque contra el honor, aumenta Ia cantidad natural de la infracción de

la misma manera que el mayor número de monedas robadas aumenta la cantidad del

' lbtd. Pág. 201
u tbid

13



delito de hurto. Desde el momento que el patrimonio del buen nombre está const¡tuido

por la estimación que por nosotros tiene nuestros semeiantes, él se acrecienta cuanto

más son las que, a nuestro respecto, tienen formada una buena op¡nión. Es neutral'

pues que, en la mayoría de los casos, la contemplación de los delitos contra el honor

sea hecha desde ese punto de vista." 7

1.2.3 Elementos que componen los delitos contra el honor

Sujeto activo

Puede ser cualquier persona, pues la ley vale para todos sin discr¡minación

1.

2. Sujeto pasivo

Derivado que el bien jurídico tutelado en estos delitos es de naturaleza

inmaterial, resulta un tanto difícil ubicar a los sujetos pasivos de estas acc¡ones

prohibidas. En princip¡o toda persona puede ser objeto de estas infracciones. Sin

embargo conv¡ene esclarecer las d¡stintas condiciones que plantea la doctrina.

Las auto ofensas: El sujeto que se atribuye a sí mismo notas ofensivas que

menoscaban su dignidad y fama no comete delito contra el honor. "El derecho es

relatio ad alteros y, por tanto, son indiferentes todos los hechos que no generen

'tbideag zzo
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efectos dañosos jurídicamente relevantes más allá de los límites de la esfera intimXa¿l/

del individuo." I

b. Los menores: La doctrina y la legislación imperantes co¡nciden en reputar al menor

como sujeto pasivo de esta ¡nfracc¡ón. Poco importa que la ley no Jes reconozca

capac¡dad penal.

Se considera que es ¡nfundado el argumento que respalda la inmadurez del sent¡miento

del honor. Decirte a un niño de cinco años que es un lairón no está bien, pero atribuirle

a una niña de catórce años la calidad de corrompida, es una ¡mputación grave. Es

¡ndudable que esta falsa acusación puede causarle irreparables daños a su decoro,

más aun tomando en cuenta que de conformidad con nuestra legislación la mujer

puede contraer matrimonio desde esa edad.

"Es de recordar siempre, que la injuria y la d¡famación, como todo otro delito, son

incrim¡nados en consideración a un ¡nterés público, y no solamente por intereses

privados. La ley penal asigna sustitutos o representantes a los incapaces de asumir su

deficiencia".e

a Villa Stein, Javier. Derecho Penal, Parte Especial. Pág. 344
e I\¡anzlni, Vicenzo, T¡aiado de derecho ponal: De los delitos en especlal. Pá9. 345
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Los dementes y los ebrios: A estas personas les son

consideraciones ya mencionadas para los menores. Toda

mente, asi como los ebrios, gozan del honor sin excepción.
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aplicables las m¡smas 

-
persona enferma de la

Respecto al ebrio, no es jusiiflcable que se le cubra de agravios por el hecho de que

su estima personal haya sufrido mengua. La vigencia del honor es patente y por tanto,

obl¡gatorio respetarlo.

d. Personas deshonestas: Para el derecho no existen personas deshonradas, tanto

las prostitutas tomo el ladrón pueden ser sujetos pas¡vos de los delitos contra el

honor. ciertamente no es difamar que una mujer es dueña de un prostibulo si

realmente es así, pero esa misma mujer puede tener una conducta irreprochable

en su hogar y sería un delito decir que ella prost¡tuye a su hija. Las personas

deshonestas pueden ser heridas en su honor.

e. Personas jurídicas: Es una cuestión muy discut¡da en la doctrina. Para la

legislación la regla es que el hombre individualmente es el único depos¡tar¡o del

bien jurídico del honor.

La exclusión a la regla serían los delitos de difamación e injuria donde el sujeto pasivo,

en efecto, puede ser una persona jurídica. El honor, en la dign¡dad como en la fama y

la reputación, supone un ser dotado de conciencia capaz de poseer prestigio y

desprestigio. Solamente la persona fís¡ca puede amar y odiar, respetar o despreciar.
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Cuando se injuria a una institución, en realidad la ofensa está dirigida a las

que los componen o a sus representantes propiamente.

A una institución no se le puede imputar un del¡to, por lo que no puede reprochársele el

haber actuado de un modo determinado. Tanto las personas jurídicas de derecho

privado como público pueden ser sujetos pasivos de este delito.

La doctrina parte de la tesis que el honor es un bien jurídico ind¡vidual y además del ser

humano propiamente; por lo cual no podrian ser sujetos pasivos de este delito las

personas juríd¡cas.'

f. Los muertos: En principio éstos no pueden ser sujetos pasivos del delito contra el

honor: "el objeto de este delito no es el derecho del extinto, y es preciso encontrarlo

en un derecho de los que viven."tn

Lo cual se refiere a que para sostener la imputabilidad es necesario encontrar un

derecho v¡olado, porque no hay delito si no existe les¡ón a un bien jurídico tutelado; por

lo tanto, es necesario sostener que al injuriar a un difunto se ofende el derecho de un

vivo, ya sea por motivo de afecto o por razón de un descrédito mediato. Y entonces,

muy bien puede darse el supuesto del delito, porque a su sujeto pasivo y activo se le

opone un derecho verdadero perteneciente a un vivo, que constituye su objeto y que de

ese modo lo completa.

1o soler. ob. cit. Pág. 267
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En verdad, si no pudiera infer¡rse la idea de un derecho violado, sería en vano

cons¡derar el delito en el hecho de la injuria, por más inmoral y reprochable que fuera.

Lo que se hiere al ofender a un d¡funto es su memoria; expresar que el occiso es

impotente es sugerir que el hÜo es bastardo. No cabe duda que aquí los parientes más

próximos tienen derecho a iniciar acción penal contra los responsables.

Es por ello, entre otras razones, que la legislación comparada ha excluido

rotundamente al fallecido como susceptible de constituir un interés jurídico digno de ser

protegido, para algunas legislaciones no representa una persona poseedora de

derechos, ya que simplemente el difunto ha dejado de ser titular de un interés jurídico'

la explicación es muy sencilla: la muerte pone fin a la persona.

Sin embargo, nuestra legislación regula dicha situación en el Artículo '171 del código

Penal, al establecer que se ofende Ia memoria de un difunto, y en éste caso la acción

penal corresponde al cónyuge, ascendientes, descend¡entes, hermanos del difunto o al

heredero.

18
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1. Tipo subjetivo

Al referirnos al tipo subjetivo en los delitos contra el honor lo constituye propiamente el

dolo, el cual está constitu¡do por la conciencia y también por la intención de calumniar,

difamar o injuriar. En principio, la ley no demanda determinado propósito o móvil

específico por parte del sujeto activo; éste no el¡mina la tipicidad legal. El dolo es

suficiente.

Respecto a la intención, la mayoría de autores exigen el animus injurandi, por Io que

no existen injurias si el sujeto activo procede con an¡mus jocandi, narrando, defendendi,

etc., los cuales se explicarán más adelante. Ante esta posic¡ón tolerante, basta con

que las expresiones injuriosas se hayan real¡zado con voluntad del actor. Ahora b¡en, si

se actúa en el ejercicio de un derecho o en el cumplimiento de un deber, por ejemplo la

defensa del abogado respecto a su cliente, quedarían justificadas. Tomando en cuenta

que no debe existir exceso en esta actuac¡ón.

1.3 El delito de injuria

Injuria: "en latín dice la partida Vll, título lX, ley 1", tanto quiere decir en romance como

deshonra que es hecha o dicha a otro a tuerto o despreciamiento de é1. En el derecho

romano y conforme a su etimología, (quod non jure fit, no hecho según derecho),

19
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signiflcó primeramente acto antiiuridico. Posteriormente causaba v¡olencia leve en unaV

persona y se castigaba con la pena de 25 ases en la ley de las Xll tablas. Finalmente

también adquirió el significado actual de agravio intencional contra la honra o la

consideración de una persona, por tanto a través de su evolución' poseyó el sent¡do de

cualquier lesión o daño."11

La injuria puede definirse como la:" ¡nfundada y maliciosa acusac¡ón, hecha para dañar'

La falsa ¡mputación de un delito que dé lugar a acción penal pública La calumnia recae

siempre sobre hechos que causan deshonra, odiosidad o desprecio en la opin¡ón

común de los honlbres, pero la expresión se refiere a ¡mputar falsamente una acción

delictiva."l2

1.3.1 Descripcióntípica

La injuria, de conform¡dad con nuestro ordenam¡ento legal, es toda expresión o acción

ejecutada en deshonra, descréd¡to, menosprecio de otra persona.

El honor es el derecho que toda persona natural tiene a que se le respete según las

cual¡dades que ella misma se auto asigna: "la injuria como deshonra o descrédito, es

siempre una conducta significativa de desmedro para las calidades estructurales de la

personalidad."13

tt De León Velasco Héctor Aníbal. De Mata Vela, José Francisco Derccho penal guat€malteco. Pág. 387

" lbid. p¿q.386

' Foltan Balesra, Carlos. Oerecho penal. Parte e6pec¡al. Pá9. 20'1



I
/-...:,ilr!:;_t\/;!'-""¡li; rrÁrr¡¡r !-"1

f-1, -"f9tk r/
La injuria es una ofensa a la honra de una persona o una ofensa al prestigio de ella; es

una lesión al derecho que tienen las personas a que los terceros respeten las

facultades que se auto asignan.

La ofensa puede ser por medio verbal o por algún medio grafológico. El oprobio puede

as¡mismo manif;starse por medio de la ¡njuria material, gestos, o vías de hecho El

gesto son los movimientos del rostro, manos y otra parte del cuerpo, con el cual se

expresa algo. Las vías de hecho son las conductas que se expresan a través de

movimientos del cúerpo, distintos a los del tostro. Refiriéndose a las injurias verbales,

aunque la ley no lo diga expresamente se necesita la presencia física de la persona

afectada. Cuando la injuria se real¡za por medios visuales como dibujo, carteles o vía

telefónica, el ofendido debe estar presente en el momento de explicarse el contenido

de la comunicación ofensiva.

'1.3.2 El bien jurídico protegido

El mismo está dado por el honor y la dignidad atr¡buida de forma innata a la persona

fisica, de Ia cual no puede ser privada.
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Es la conducta de desconsideración que se real¡za contra el honor del ser humano.

La conducta censurable y objeto de pena es aquella en la cual el sujeto que ofende o

ultraja a una persona con palabras o gestos a la vez afecta el honor del otro; no basta

con su puesta en peligro. No es necesario que los agravios sean verdaderos o falsos,

lo importante es el hecho e intención de afectar el honor y la int¡midad personal. Se

entiende que las palabras pueden ser escritas u orales, asim¡smo los gestos son

expresiones hechas con el rostro o movimientos corporales que sean ofensivos.

Estos hechos deben_ ser sin el consentimiento del suieto pasivo, ya que si existe

consentimiento no existiría el delito. La injur¡a admite distintos modos de ejecución:

puede ser real¡zada de forma verbal o escr¡ta, también a través de actos o hechos que

la complementen; no solo las acciones, sino también las conductas negativas, tienen

un significado ofensivo cuando son el medio para imputar tácitamente una cual¡dad,

costumbre o conducta deshonrosa.

El hecho de negar un saludo o de no conceder una prioridad no es en sí del¡ctuoso,

porque juríd¡camente no tenemos el derecho de exigir a otros cortesías o reverencias,

sino que no nos deshonren o desprestigien.

)2



El comportam¡ento objetivo que reclama el tipo es indudablemente ambiguo e

¡mpreciso pues entre otras cosas dependerá su impacto en el sujeto pasivo, entorno

cultural y t¡empo espacial en que se protagoniza el contacto o del nivel cultural de los

protagonistas, lo que deriva en un derecho penal de autor antes que de culpabil¡dad El

comportamiento injurioso puede ser abierto o encubierto, por ejemplo cuando el sujeto

activo se vale de insinuaciones.

1.3.3 Elementos del delito de injur¡a

a. Sujeto activó

Es aquella persona natural o jurídica que afecte contra el honor del sujeto pasivo

ocasionándole un daño moral. No necesita ser alguien determinado con ciertas

características, en deflnit¡va puede ser cualquier persona.

b. Sujeto pasivo

El sujeto pasivo del delito es aquel que resulta afectaCo por la ofensa o ultraje por parte

del agente, incluso puede ser una tercera persona. Como el sujeto act¡vo en este delito,

el pasivo también es cualquier persona.
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\s:!/1,3,4 Elementos materiales del delito de injuria

a. Tipo subjetivo

En este delito debe existir el dolo. No es común que se tratara de una injuria culposa,

aunque la norma jurídica no exige la presencia física del ofendido, es indispensable la

dirección de la ofensa. "Todas las formas de dolo son aptas para la configuración de la

injuria, en el sujeto activo debe existir conc¡encia y voluntad de lesionar el honor de

quien circunstancialmente aparece como su contrincante verbal. En cambio, el eventual

agravio inferido poi el otro partícipe, es decir el sujeto pas¡vo, puede llegar a quedar

totalmente enervado en su potencialidad injur¡ante hasta eximir de culpabilidad a su

autor, debido al animus retorquendi."la

El juez teniendo en cuenla la magnitud del ultraje causado por la injuria o en el caso

planteado anteriormente podríamos decir provocación, an¡mus retorquendi; puede

declarar exento de pena al autor de la llamada ¡njuria-respuesta, aún en el caso que

ésta sea más grave, s¡ concluye que el propósito del que responde no fue otro que el

de devolver el agravio previamente recibido.

El dolo se constituye con la conciencia de la entidad ¡njuriosa de la ¡mputación por lo

que quien obra para atacar la honra o el prestigio ajeno, sab¡endo que con su acción ha

1a Roy Freyre, Luís. Derecho penal, parte espec¡al. Pág. 90
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de atacarlo o conociendo la posibilidad de esa ofensa, llena subjetivament" lo}k'-/

requisitos de la injuria con dolo directo, indirecto o eventual respectivamente

"El animus injuriando, consiste en la voluntad que se manifiesta en forma perceptible o

inteligible, o que se induce de las circunstanc¡as, y que está dirigida a lesionar el honor

a¡eno".1s No es suficiente para injuriar la verbal¡zación del vocablo o la plástica del

gesto, es necesario el ánimo de ofender, ésa debe ser la pretensión del actor' Es un

del¡to puramente intenc¡onal.

Los diferentes anlmus con los que puede existir pugna con la injuriandi son los

descritos a continuación:

1. Animus jocandi

El autor realiza la conducta obietiva con propósito de broma, lo que deberá deducirse

no sólo del dicho sino de las circunstancias en las que se comete el hecho.

No se comparte la opinión anterior en caso concreto de quien por hacer reir a tercero,

instrumentaliza a otro, haciendo de él burla o humillación pública, ofend¡éndolo y

ultrajándolo, pues aquí sí se impone el an¡mus que reclama eltipo.

" tbid.
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\-irlAnimus corrigendi

Derivado de las circunstancias de parentesco, edad, jerarquía, se puede concluir que

el propós¡to del actor no era otro que el de corregir, educar o formar al sujeto.

En este caso no es ¡ndispensable que la finalidad correct¡va, educativa o formativa'

corresponda a patrones predeterminados y validados oficial o consensualmente por la

comunidad, pudiendo incluso darse el caso que la corrección perseguida sea contraria

a Ia moral o a los patrones aceptados, siempre que el objetivo primario del agente sea

ése y no el de ofen'der.

3. An¡mus consuelendi

En este caso, el propósito del auior es el de aconsejar, orientar o advertir; también

puede ser de guiar la conducta de una persona con el fin exclusivo de alcanzar su

bienestar.

Un ejemplo puede ser el que aconseja a su amigo que no le conviene tener relaciones

con c¡erta persona, porque ésta t¡ene mala reputación y eso Ie va a perjudicar.
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A*r/4. An¡mus defendendi

Aquí las ofensas al honor de las personas se mater¡alizan para protegerse; descarta

toda ilegalidad. Las palabras o actos, que en otros casos podrían significar ofensa al

honor o reputación de otra persona, se pronuncian o realizan s¡n otro fin más que el de

defenderse.

Lo anterior puede ilustrarse cuando el imputado por un delito, a su vez, señala al

verdadero autor. El animus defendendi lo vemos reconocido en el Código Penal

Artículo 163 cuando se trata de injurias provocadas. Puede ser el animus defendendi,

una forma de defensa propia, una causa de justificación, o minimamente de

inculpabilidad.

Este t¡po de animus resultaba út¡l a los abogados defensores, o apoderados de las

causas en la eficiencia de sus defensas.

5. Animus narrando

Aquí el sujeto activo si tiene la intención de ofender al otro, su objetivo es narrar

hechos ya sea de indole personal, histórico, sociales, o cualquier otro; detallando y

comentando las conductas de los protagonistas reales o falsos y con esto desprestigiar

objetivamente el honor de los mismos.
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Existe el ánimo de devolver una injur¡a por

precisamente ofender. sino que es reaccionar

también llamada v¡olenza de la lengua en la

personas.

en este caso el fin no es

ofensa previamente recibida,

centran entre sí dos o más

rnj u fl4,

a una

cual se

1.3.5 lnjurias recíprocas

La ley determina lue cuando Ias injur¡as son recíprocas, el tribunal podrá según las

circunstancias declarar exentos de pena a las partes o a algunas de ellas. Las injurias

no son recíprocas por la simple c¡rcunstanc¡a de que el querellante o querellado, en el

juicio, se hayan injur¡ado el uno al otro. Las injurias son recíprocas cuando una de las

injurias, mutuamente inferidas entre el acusado y el agraviado, tiene su causa en la

otra.

La reciprocidad de las ¡njur¡as difiere del caso de las provocadas, que supone que la

injuria originada por el ofensor al ofendido ha sido causada por un agravio no injurioso

inferido por éste a aqué|. La reciprocidad de las injurias no se confunde totalmente con

la devolución de las injurias, se confunde cuando a ésta se la concibe como la s¡mple

devolución de una injuria con otra injuria. Por el contrario, cuando a la retorsión de la

ofensa se Ia concibe como la ¡njuria inferida en legít¡ma defensa del propio honor
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agrav¡ado por otra ¡njur¡a, porque entonces los efectos son distintos, pues la retorsión ({:riz

exime de pena a su autor por justificación.

"La extinción de pena por reciprocidad no obedece a que una o ambas injurias dejen de

ser tales o a que una o las dos injurias queden justificadas o exculpadas, sino a la

excusa absolutoria de responsab¡lidad concedida facultativamente a una o a las dos

partes por el tribunal de acuerdo a las part¡cularidades de cada caso Se trata de una

excusa absolutoria fundada en el pr¡nc¡pio de la compensac¡ón de los agravios:

pariacum paribus compensatur. Para que proceda no "" nece""rio que el querellado

haya contraquerelládo. Basta la prueba de la existencia de ambas iniurias."16

1.4 El delito de calumn¡a

En el derecho español, el fuero juzgo definía a la calumnia como la acusación que no

se puede probar, las penas con las que se sancionaba este delito fueron de extrema

dureza tanto en el derecho romano como en el viejo derecho de España. El Código

Penal español de 1822 la def¡ñía como "La imputación voluntaria de un hecho falso, del

que, sifuere cierto podría resultar alguna deshonra, od¡osidad o desprecio en la opinión

común, o algún otro perjuicio."17 La calumnia consiste en la imputac¡ón falsa a una

persona de la comisión de un hecho que la ley califique como delito, a sab¡endas de

que éste no existe o de que el imputado no es quien lo cometió.

16 IVedlna Hernández, cinihia. Las incorréctas mod¡ficac¡ones de los del¡tos contra ol honor. Pág.
46
tt 

De León Ve asco De l,lata vela. ob. cit. Pág.385
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\::!/1.4.1 El bien jurídico protegido

Es propiamente el honor de la persona agraviada.

Tipic¡dad

La calumnia es la especie de delitos contra el honor, consiste en la falsa imputación de

un delito que de lugar a Ia acción pública. Constituye una forma agravada de

desacreditación a otro, por lo que ha de reunir todos los caracteres de la injuria, que es

el género de los délitos contra el honor.

1.4.2 Elementos del delito de calumnia

a. Sujeto activo

Puede ser cualquier persona física que denunc¡e por su propio derecho o en

representación legal de otra persona natural o jurídica.

b. Sujeto pasivo

Sólo puede serlo una persona fisica o natural. Siendo el caso que las personas

jurídicas o morales no tienen capac¡dad para cometer hechos punibles, según se
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desprende de nuestro ordenamiento jurídico penal, entonces no se les puede itpuü¡-/

ante una autoridad la comisión de un hecho delictivo.

En cambio, los menores inimputables, si pueden ser agraviados con el delito de

calumnia. Es cierto que a estos menores no les alcanza responsabilidad penal alguna,

pero también es verdad que sí pueden cometer, y por ende atribuírseles, los hechos

que están tipificados en la ley como delitos. En este sentido un adolescente de 16 años

puede haber sido denunciado ante el juez, atr¡buyéndosele calumn¡osamente la

comis¡ón de un hecho t¡pif¡cado en la ley como un delito, aunque en el hipotético caso

de que, si por un'error judicial, se diera por acreditada su autoría, entonces podrá

imponérsele una medida correccional.

Los enfermos mentales también pueden ser destinatarios de calumnia, pues su

inimputabilidad no imp¡de que alguien los denuncie, por ejemplo, a sab¡endas de la

falsedad de la infracción punible atribuida.

En lo que respecta al muerto, no puede ser sujeto pasivo debido a que se extinguió su

personalidad. Si en un proceso penal, por ejemplo, un testigo atribuyere falsamente a

un difunto haber sido el autor de un hecho pun¡ble cuya comis¡ón se le imputa a un

encausado, los verdaderamente afectados serían las personas a quienes la ley penal

faculta para ¡nterponer Ia correspondiente acción procesal: cónyuge, ascendiente,

descend¡ente o hermano.
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a. Tipo subjetivo

El comportamiento consiste en lmputar falsamente un delito. El dicc¡onario de la Real

Academia Española define la palabra imputar como "atribuir a alguien la

responsabilidad de un hecho reprobable." De lo que se deduce lo siguiente: sólo se

puede cometer por acc¡ón, al establecer el legislador el verbo imputar. La conducta

prohibida consiste en imputar falsamente a alguien un delito. El medio normal para

realizar esta accióri será la palabra hablada o escrita.

La atribución tiene que referirse a un del¡to falso, es requisito ind¡spensable que el

sujeto no haya cometido el delito. Se adm¡tirá la prueba de la verdad de los hechos

dado que se exigen que sean falsos, mas no requiere que la calificación juríd¡ca haya

sido la correcta, basta con que el hecho típico sea verdadero, no siendo necesar¡o que

se den los demás elementos precisados dogmáticamente, antijuricidad y culpabilidad,

para que se considere el hecho como atípico, lo que se conoce como exceptio veritatis.

Esto no impide que se dé de todos modos el delito de injuria, ya que es el género; por

ejemplo: una persona afirma que María mató a Juan en agosto de 2012, pero omite

deliberadamente las demás circunstancias del hecho que tiene a su dispos¡ción, las

cuales describ¡rían los hecho cometidos en legítima defensa, y todo ello para afectar el
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honor de l\¡aría. En este supuesto no habrá calumn¡a puesto que el hecho es...i]]1g

verdadero, pero sí se configurará el delito de injuria.

La atribución falsa tiene que ser un delito, no se comprenden las faltas; tampoco

necesar¡a una exacta calificación jurídica; da lo m¡smo decir que robó, hurtó o

apropió indebidamente de un vehículo propiedad de una persona cualquiera.

Por todo esto se define a la calumnia como una forma especial de ¡njuria. Se d¡stingue,

entonces, que la injuria es la expresión que lesiona la dignidad de una persona

perjud¡cando su rdputación o atentando contra su propia estima. Puede consistir en la

atribución de unos hechos, en formular juicios de valor sobre la persona etc., en sentido

contrar¡o, incurre en calumnia la persona que acusa a otra de haber cometido un del¡to

a sabiendas de que tal acusación es falsa.

EI concepto de calumn¡a con relación a la injuria viene a encontrarse en una relación de

espec¡e a género, como se menc¡onó anteriormente, ya que consiste en deshonrar o

desacred¡tar med¡ante la imputación de ciertos hechos particularmente graves e

idóneos para dañar o poner en peligro el honor de las personas.

Asimismo, la separación, entre uno y otro delito se basa fundamentalmente en la

naturaleza del hecho ¡mputado, que por su gravedad, presupone en calumnia; una

ofensa de mucho mayor alcance para el honor, sea este considerado objetiva o

subjetivamente.

se
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Se requiere necesariamente el dolo. Además, se exige un etemento subjetivo del tipo'g!'"'

que es el ánimo de deshonrar. El dolo, básicamente consiste en la conc¡encia y

voluntad de ofender el honor de una persona formulándole la imputac¡ón de un del¡to a

sabiendas de su falsedad, o s¡n tener los suf¡c¡entes elementos de ju¡cio que hagan

creer verosimilmente en su autoría o participación.

1.5 El delito de difamación

La palabra t¡ene su origen del latín diffamatio. En los siglos Xlll al XVlll' en Castilla'

los procesos penáles se iniciaban por medio de denuncia, hecha ésta el juez podía

actuar de oficio; debía constatar la existencia de la diffamatio, que en ese entonces era

el rumor público innominado que atribuye a determinada persona la comis¡ón de cierto

del¡to, ya que Ia denuncia por sí sola no bastaba para poner en marcha el

procedimiento inquisit¡vo.

Se penaba la denuncia calumniosa, por lo que se permitia que el denunciante

interviniera en el proceso, suministrando pruebas de la culpabilidad del denunciado,

además de su propio testimonio, dando lugar a la inquisitivo cum promovente; en ella la

figura del denunciante se equiparab,a, en cierto modo, a la de un acusador libre. Pero

si ante la denuncia, eljuez consideraba que no existia diffamatio y que, por tanto, él no

podía seguir adelante, al denunciante solo le quedaba la pos¡bilidad de constituirse en

acusador. asumrendo drrectamente la carga de la prueba.

34



En esa época la d¡ffamatio era un vago rumor públ¡co condenatorio, era Ia:

culpabilidad aparente, una hipotética presunción de culpabilidad

fundamentalmente en la opinión pública." 18
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1.5.1 Descripcióntíp¡ca

La legislación guatemalteca establece que hay delito de difamación, cuando las

¡mputaciones constitutivas de calumn¡a o injur¡a se hicieren en forma o por medios de

divulgación que puedan provocar od¡o o descréd¡to, o que menoscaben el honor, la

dignidad o el decoao del ofendido, ante la sociedad.

1.5.2 El bien jurídico protegido

Se protege el honor de las personas físicas y jurídicas.

a. Tipicidad

Desacreditar divulgando cosas contra el buen nombre o fama de alguien. La

materialidad del hecho requiere que se efectúen calumnias e injurias por medio de

divulgac¡ón, en cuando a éstos .últ¡mos no es forzoso que sean medios de

comunicación social, sino aquellos de los que se vale el sujeto act¡vo para hacer llegar

1s Paz Alonso, f\¡arfa. El proce6o penal en castilla, Siglo6 Xlll-Xvlll. Pág. 24
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la ofensa a todo el conglomerado social de¡ pasivo y que dé por resultado, o¿¡o, Rl/

descréd¡to o que se menoscabe el honor, la dignidad, o decoro del ofendido.

1.5.3 Elementos dél delito de difamación

a. Sujeto activo

Puede ser cualquier persona porque la ley no requiere calidad especial alguna.

b. Sujeto pasivo

Puede ser cualquier persona física o jurídica. La persona natural puede ser afectada en

su honorabilidad, tanto de una manera directa como indirecta. El agravio ocurre

¡ndirectamente cuando el ofendido forma parte o representa a la persona jurídica objeto

de la difamac¡ón. La agravante solo opera en caso que el ofendido sea autoridad,

entidad pública, o una ¡nstitución of¡cial.

c. Acción

La difamación es la divulgación de juicios ofensivos, delictuosos o inmorales ante

varios individuos separados o reun¡dos que causan menoscabo en el honor de otra

persona. Entonces de esa def¡nición dec¡mos que la d¡famación es una injuria, que
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tiene como particular la difusión de la noticia, en el cual el sujeto activo deb*q1:-"/

comunicar como mínimo a dos personas las declaraciones difamatorias que ha

realizado el sujeto pasivo. Se debe tener en cuenta que no tiene relevanc¡a si lo que el

sujeto act¡vo dice es c¡erto o falso.

1.5.4 Elementos materiales del delito de difamac¡ón

a. Tipo subjet¡vo

Se requiere necesariamente el dolo. Además se exige un elemento subjet¡vo del tipo

concretado en el animus difamandi. Este delito se configura a título de dolo,

entendiéndose como tal la conciencia y la voluntad que tiene el agente de efectuar la

divulgación del hecho, cualidad o conducta que puede perjudicar el honor o la

reputación. El mot¡vo del comportamiento, será tomado en cuenta por el juzgador al

momento de apl¡car la pena.
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2. Los delitos de imprenta en el ámbito nacional e ¡nternacional

2.1 Breves antecedentes internacionales

Respecto a los antecedentes de los delitos de imprenta existe muy poca información y

textos, los mismos nacieron por la necesidad de regular las conductas humanas

después de la ¡nvención de la imprenta.

En Roma antigua existían distintos medios de información pública: las actas públ¡cas o

actas del pueblo consistían en una serie de tablones expuestos en los muros del

palacio imperial o en el foro, en los que se recogían los últimos y más importantes

acontecimientos sucedidos en el lmperio. Los subrostani vendian noticias o

informaciones sensacionalistas y sin sentido.

En la Edad l\iled¡a surg¡eron los mercaderes de noticias que redactaban los avisos,

también llamados folios a mano. Consistían en cuatro páginas escritas a mano, que no

llevaban título ni f¡rma, con la fecha y el nombre de la ciudad en que se redactaban. Se

vendían en los puertos y ofrecían informaciones del mediterráneo oriental, lugar en que

se desarrollaba Ia activ¡dad bélica de las cruzadas; recogían noticias facilitadas por

mar¡neros y peregrinos. Estos av¡sos tuvieron un gran éxito y enseguida fueron
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censurados por las autoridades de toda Europa. Sin embargo, la prensa, tal como hoy 4*'.:rz

lo conocemos, nació en lnglaterra en el siglo XVIll.

En España: "desde el inicio de la construcción del sistema constitucional por las Cortes

de Cádiz la libertad de expresión se convirtió en una pieza esencial de su estructura, y

dentro de ella la libertad de imprenta ocuparía una posición central, especialmente

cuando en la primera fase estrictamente liberal del nuevo Estado el horizonte

individualista, al no reconocer las libertades politicas de acción colectiva de corte

democrático, como el derecho de reunión o de asociación, contemplaba aquélla como

casi única libertád reconocida, libertad que junto a un sufragio acotado en

concepciones puramente censitarias, agotaría los cauces de part¡cipación y expres¡ón

política del ciudadano.

Dadas las limitaciones técnicas en el desarrollo de los medios de comun¡cación de

masas y el propio carácter embrionario de los partidos de notables de la época, la

imprenta y, sobre todo, la prensa perjódica se convirtió, en el marco del Estado Liberal,

en la gran protagonista de la formación, encuadram¡ento y movilizac¡ón de la opinión

pública y, junto con los institutos parlamentarios, en el gran vehículo para el control de

la acción de los poderes públicos."1s

te l/larcue lo Benedicto, Juan lgnacio. La liberlad de imprenta y su marco legal en la España l¡bo]al.
Pá9.65

40



En el sistema constitucional de 1812 la libertad de ¡mprenta se cons¡deró como una

impresc¡ndible antesala a la definición de su nuevo sistema constitucional, y a ello

obedeció el Decreto lX, de 10 de noviembre de 1810, dado por las cortes generales y

extraordinarias, considerado como: "fundacional del ejercic¡o de aquélla y, pot razón

de su antigüedad, el de formulación más sencilla, y por lo mismo, el que concede el

margen de libertad más amplio".2o Esta norma suprimió el sistema preventivo de la

censura propia del Antiguo Régimen ya que el Artículo 1 establecia que todos los

cuerpos y personas particulares t¡enen Iibertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas

políticas sin necesidad de licencia, revisión o aprobac¡ón alguna anter¡ores a la

publicación; pero ya esa definición acotaba muy estrechamente el campo de la libertad,

al ceñ¡rlo a las ideas de carácter político, mientras mantenía que los escritos sobre

materias de religión quedan sujetos a la previa censura de los Ordinarios Eclesiásticos,

según lo establec¡do en el Concilio de Trento.

Esta limitación es tanto más significativa cuanto que por su vaguedad podía dejar en

pie la censura sobre los escritos críticos respecto a los aspectos de jurisdicción,

negocios y asuntos temporales de la lglesia, y es muy a destacar si consideramos que

en el orden del dia de la revolución liberal se d¡bujaba el objetivo de una necesar¡a

reforma del clero regular, nacionalización de la lglesia secular y proceso

desamortizador de sus bienes.

'zo Artola, lMiguel. Part¡dos y programas polít¡co8 l808-1936. Tomo L Pág- 133.
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Quizá por su carácter fundacional fueron muy escuetas en este Decreto las garantías 
'tljj)/

para la exigencia de responsabilidades y la tipificación de los posibles abusos de la

¡mprenta; sin embargo, son a destacar las determ¡naciones tomadas sobre el t¡po de

competencia que entendería en la materia. La desconf¡anza hac¡a el entramado

jurisdiccional heredado del Ant¡guo Régimen llevó a las Cortes de cádiz a crear una

autoridad específica y de nueva planta para conocer los abusos de imprenta,

directamente emanada de ellas y bajo su control: las Juntas de Censura. Las Cortes

nombrarían una Junta Suprema de Censura compuesta de nueve miembros, tres de

ellos eclesiást¡cos, lo que puede considerarse como una nueva concesión a la lglesia

en reconocim¡ento'de su predicamento social, compensatorio de la futura abol¡ción del

Tr¡bunal del Santo Oficio en 1813, y a propuesta de ésta otras tantas juntas censorias

de provincias.

En el caso de denuncia contra un impreso no relig¡oso por el poder ejecut¡vo o justic¡as

respectivas, la función jur¡sdiccional de éstas últ¡mas se extendería a dec¡dir sobre si

debia ser detenida su circulación, quedando la Suprema Corte, entre otras funciones,

como último nivel de apelación.

Fue en 1820 que surgió Ia iniciativa para formar una nueva Ley de lmprenta, del 22 de

octubre de aquel año, que tuvo b¡en presente la experiencia de la época de las Cortes

gad¡tanas y que marcaría el tono del Trienio Liberal. De esta norma cabe destacar la

relat¡va ampliación del campo temático de aquella libertad: interpretando el Artículo 371

de la Constituc¡ón, proclamó, como principio general, el derecho de todo español a
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imprimir; y sólo como excepción planteó, en su Artículo 2, la censura eclesiástica; pero

ya no con el amplio término sobre asuntos religiosos del Decreto de 1810, sino

ciñéndola estrictamente a todos aquellos que versen sobre la Sagrada Escritula y

sobre los dogmas de nuestra religión, lo cual liberaba de la censura los escr¡tos sobre

aspectos temporales de la lglesia, cuestión bien a tener en cuenta, ya que aquellas

mismas Cortes ¡ban a abordar, simultáneamente, la conflictiva reforma del clero regular

y desamortización de sus bienes.

Esta ley planteó también lo que iba a ser una constante de Ios partidos liberales hasta

el pleno triunfo de las concepciones demoliberales de 1869, la consideración y

definición legal de unos del¡tos especiales de imprenta, con el carácter restrictivo de la

Iibertad que tendría esta perspectiva. Se distinguieron y describieron una serie de

modal¡dades de posibles abusos de imprenta, acompañados de una tipología de

calificaciones con sus gradaciones y fÚación de las penas corporales o pecuniarias

correspondientes. Se fijaron cinco modalidades de abuso a calificar como:

1. Escritos subversivos, que comprendían la publicación de máximas o doctrinas que

consp¡ren de un modo directo a destruir o trastornar la religión del Estado o la

actual Constitución de la Monarquía, con penas, en primer grado, de hasta seis

años de prisión;

Escritos sediciosos, los dir¡gidos a excitar a la rebel¡ón o perturbación de la

tranquilidad pública;

Los incitadores a la desobediencia

2.

3
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Los obscenos; y

Los a calificar como libelos infamatorios, escritos satir¡cos en prosa y verso

tocaban temas relacionados con el gobierno.

Pero quizá, la principal trascendencia de esta Ley estuvo en el sometim¡ento de la

imprenta a una jurisdicc¡ón específica, eliuicio por Jurados, primera materialización del

deseo ya expresado por la Comisión de Constitución de \as Cortes de Cádi¿, en su

discurso preliminar, de perfeccionar la admin¡stración de justicia separando las

funciones que ejercen los jueces en fallar a un mismo tiempo sobre el hecho y el

derecho. La Comisión que ahora formó la nueva Ley contempló al jurado como la

pr¡nc¡pal garantía de Ia libertad de imprenta.

Sobre el tema acerca de los tribunales de imprenta y los Tribunales de Honor, no se ha

escrito mucho, pues sus normas han estado intactas desde hace t¡empo atrás no solo

en el caso de Guatemala, s¡no en el de otras legislaciones como se verá más adelante.

El marco jurídico ha caído en desuso en la actual¡dad, empezando porque debe existir

un control especialmente por parte del Estado acerca del cumpl¡miento en el caso de

los ciudadanos para el ejercicio del derecho a la libertad de emisión del pensam¡ento y

de expresión y todo lo que ello conlleva; se tratará que a través de este trabajo se

establezca una aprox¡mación en forma integral de cómo se suscita este derecho en el

caso guatemalteco, comparado con otros países, así también considerando la ley

específica de la materia y lo que establece al respecto el Código Penal.
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el ámbito

No cabe duda que se trata de un derecho esencial, básico, como el derecho

ser humano tiene a que se le proteja la honra y la reputación, y que en

internacional existe una protección espec¡al.

A n¡vel internacional vale señalar lo que establece la Declaración Universal de los

Derechos Humanos en el Artículo 19, todo ind¡viduo tiene derecho a la libertad de

opin¡ón y de expresión, este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus

opin¡ones, el de investigar y rec¡bir informaciones y opiniones y el de difundirlas sin

l¡mitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. Tal como se establece, el

sujeto titular de este derecho es todo individuo por lo que la universalidad del mismo se

encuentra proclamada.

Pero como se observa, la propia Declaración Un¡versal de los Derechos Humanos

contempla la posibilidad de imponer limites a este derecho. El Artículo 29 establece

que en el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades toda persona

estará solamente sujeta a las l¡mitaciones establecidas por la ley con el único fin de

asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de

satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en

una soc¡edad democrática. Estos derechos y libertades en ningún caso podrán ser

ejercidos en oposición a los propósitos y princip¡os de las Naciones Unidas.

Los límites a los cuales se refiere el párrafo anterior, tienen que estar inmersos en las

mismas leyel, pues indica cuales son los fines que legitimamente pueden just¡f¡car
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dichas timitac¡ones como el reconocim¡ento y el respeto de los derechos y libertades de{i{d

los demás, lo referente a las justas exigencias de la moral, el orden público, el

b¡enestar general de una sociedad democrática.

El Pacto lnternacional de Derechos Civiles y Políticos, también regula aspectos

relevantes acerca de este derecho, por ejemplo, el Artículo 19 plasma "l Nadie podrá

ser molestado a causa de sus op¡niones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de

expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir

informaciones e ideas de toda índole sin consideración de fronteras ya sea oralmente,

por escrito o en fórma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su

elección. El ejerc¡cio del derecho previsto en el párrafo 2, de este Articulo entraña

deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente puede estar sujeto a ciertas

restricciones que deberán sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser

necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;

b) La protección de la seguridad nacional el orden público, o salud o la moral públicas."

La f¡nalidad s¡gue siendo la de proteger las opiniones y gaantizat que la libertad de

expresión se entiende en un sentido amplio como el derecho de buscar, recibir y

difundir informaciones e ideas de toda índole, por cualquier medio y sin restricc¡ón de

fronteras

En Ia Convención Americana sobre Derechos Humanos, se establece en el Artículo 13

lo siguiente "1. Toda persona tiene'derecho a la libertad de pensamiento y de
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expresión. Este derecho comprende la l¡bertad de buscar, recibir y difundYL:ly

informaciones e ideas de toda índole, sin cons¡deración de fronteras, ya sea oralmente,

por escrito, o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su

elección. 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar

sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores las que deben estar

expresamente fijadas por Ia ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los

derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional el

orden público o la salud o la moral públicas. 3. no se puede restringir el derecho de

expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o

particulares de pápel para periódicos, de frecuenc¡a radio eléctricas o de enseres o

aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios

encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones."

El Artículo 14 de la Convención establece que "el derecho de rectificación o

respuestas. 1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agravantes

emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y

que se dir¡jan al públ¡co en general."

En virtud de lo anterior, se han estab¡ecido en determinados continentes con mayor

fuerza el derecho a la ¡ibertad de expresión que conlleva tamb¡én la l¡bertad de

¡mprenta.
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2.2 Antecedentes nacionales

El impacto que ha tenido esta materia de algún modo repercute en el ámbito nacional

Esto debe evaluarse, como se dijo antes, a partir del hecho del surgimiento de la

imprenta en Europa; los fuertes Estados de la época comprendieron que ella podía ser

capaz de significar una grave amenaza para el mantenimiento de los temas políticos

imperantes. A este temor se agregó el de la lglesia Católica' al ver atacados la

integridad de sus dogmas y la influencia que ejercía en todos los países donde

predominaba su fe

Se debe a estas prevenciones, justificadas, como la historia lo ha demostrado, que la

imprenta se haya visto sujeta, desde que su uso se generalizó hasta fines del s¡glo

XVlll, a un régimen de absoluta servidumbre que le impedía toda publicación que no

fuese expresamente autorizada por las autoridades encargadas de esta tarea; situación

que se refleja en el caso de Guatemala, a través de la histor¡a en donde se puede

determinar que la misma ha s¡do caractetizada pot gobiernos militares

fundamentalmente, y que entre sectores de militares y grupos de presión de la clase

dominante y con poder económico han manten¡do un v¡nculo espec¡al con los medios

de prensa y televisión.

Por otro lado, tomando en cuenta que es propio de la naturaleza humana que

individuos tiendan a defenderse por todos los medios que están a su alcance

los

de
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quienes los atacan, aun cuando los ataques sean just¡ficados; y los gobiernos, menos

que nadie, no escapan a esta realidad.

El advenimiento de la era constitucional puso fln a estos regímenes, pero su supresión

no fue definitiva porque aquellos otros fundados en la l¡bertad, que vinieron a

reemplazarlos, estuv¡eron afectos a la inestabilidad de los sistemas polilicos que los

incorporaron a la vida jurídica; y así se explica que durante el transcurso del siglo XIX

la s¡tuación legal de la imprenta haya experimentado continuas irregularidades que la

llevaban de la más amplia l¡bertad al más severo control, según fuesen las tendencias

de los gobiernos dóminantes.

2.3 Análisis sobre elestado de libertad de expresión en Guatemala

El Estado de Guatemala, como democrático que es, debe velar por el respeto a los

derechos humanos, incluido el de la libertad de expresión; el lnstituto lnteramericano de

Derechos Humanos realizó un informe sobre el estado de libertad de expresión en

Guatemala conforme al Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, en el cual se abordan varios temas importantes, sin embargo trataremos

solamente los que interesan al presente trabajo.

El informe hace una relación histórica sobre el derecho de libertad de expresión y cómo

éste se ha visto amenazado y limitado por situac¡ones legales y fácticas, en la mayoría

de los países Latinoamericanos, no solo en el caso de Guatemala; sin embargo a raÍz
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de la final¡zación del confl¡cto armado interno, se han logrado varios avances en la

protección de tal derecho, desde el punto de vista legal y polít¡co.

La l¡bertad de expresión se encuentra garantizada plenamente por una serie de

preceptos legales tanto nac¡onales como internacionales, empezando por la

Constitución Política de la República en el Artículo 35 que establece "Es libre la emisión

del pensamiento por cualesquiera medios de difusión, sin censura ni licencia prev¡a."

complementada a su vez con los artículos 5, 14, 30, 31 y 36 del mismo cuerpo legal.

También como normas que forman parte del ordenamiento jurídico del país, a nivel

universal, la Decláración Universal de Derechos Humanos, el Pacto lnternacional de

Derechos Civiles y Polít¡cos, y a n¡vel regional, la Declaración Americana de los

Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana de Derechos Humanos.

Dentro de la realidad guatemalteca, en el tema de la libertad de expresión, es

necesario menc¡onar que Guatemala ha atravesado diferentes etapas al respecto; así

durante más de 36 años de conflicto armado interno, que finalizaron en diciembre de

1996, se cometieron una serie de abusos contra la libertad de expresión, " a pesar que

los diversos textos const¡tucionales y cartas de Gobierno que ha tenido el país, en

particular los que r¡gieron durante el período del enfrentamiento armado interno,

contemplan la libertad de expresión y aunque contienen s¡milares consideraciones

relacionadas con esta materia, las mismas también señalan limitaciones al pleno

ejercicio de este derecho. La Carta Fundamental de Gobierno puesta en vigor durante

el Gobierno de facto del coronel Enrique Peralta Azurdia, establecia como uno de los
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derechos ciudadanos la libertad de expresión en el Artículo 22 nometal To al afitmat

que es libre Ia emisión del pensamiento por cualquier medio de d¡fusión, sin previa

censura, salvo las l¡mitac¡ones que imponga la ley.

Las limitaciones a que se refiere esta última acepc¡ón estaban contempladas en el

Decreto Ley 9, Ley de Defensa de las lnstituciones Democrát¡cas, que tipificaba como

delitos: la circulación de folletos, panfletos, carteles, discos, grabaciones y toda clase

de impresos emanados de cualqu¡er procedencia, que propugnen al establecim¡ento en

Guatemala de ent¡dades de tipo comunista y hacer propaganda comunista por

cualquier medio de difusión. Tamb¡én tipificaba como delito hacer propaganda

comunista en reuniones públicas o en lugares de trabajo, transmitir comunicaciones de

carácter o de origen totalitar¡o, públ¡ca o clandest¡namente, y la proyección de peliculas

cinematográficas de tesis comun¡stas. Es evidente que estas d¡sposiciones de carácter

legal interno contravenían obligaciones internac¡onales de Cuatemala sobre la libertad

de pensamiento, conciencia y expresión, consagradas en los tratados de derechos

humanos." 21

como se mencionó, el Estado de cuatemala posee la obl¡gac¡ón ineludible de respetar

el derecho de libre pensamiento, opinión y expresión, por estar garantizados en las

declaraciones e instrumentos internacionales de derechos humanos, en la práctica, las

'z1 Comisión para el Esclarec¡miento Histórico. Guatemala memoa¡a delsilenc¡o, Capitulo ll, Voluñen
3. Pá9. 152
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autoridades reconocieron vigencia a una norma de menor rango que contravenía tales

instrumentos.

Al realizar un anál¡s¡s de los cuerpos legales, tanto nacionales como ¡nternacionales,

que estuvieron vigente durante la época del enfrentam¡ento armado' se logra

determinar que el derecho c¡udadano de expresarse con libertad fue vulnerado

frecuentemente, tanto en el ámbito ind¡vidual como social Las autoridades estatales

se valieron de d¡ferentes medios para lograrlo. Los guatemaltecos prefirieron callar

sobre cualquier tópico que les afectara por temor a resultar muertos o desaparec¡dos.

"La l¡bertad de expresión va íntimamente ligada al libre ejercicio del resto de los

derechos políticos. Al cerrarse tos espacios para la participación política, se cerraron de

forma tácita los espacios necesarios para la libertad de expresión Una rev¡s¡ón de lo

sucedido respecto a este tema durante el periodo del enfrentamiento armado confirma

que en Guatemala el simple hecho de pensar se convirtió en un hecho peligroso y

escribir sobre ¡deas, hechos o acontecim¡entos de la v¡da polít¡ca y soc¡al del país

significó correr el riesgo de ser amenazado o sometido a torturas, desaparición o

muerte. En este sentido, la opinión de los c¡udadanos, escr¡tores, artistas, poetas,

líderes de organizaciones, políticos y periodistas estuvo sujeta a los riesgos que la

repres¡ón imponía al ejercer el derecho a expresarse. Por sistema fue denegada al

pueblo de Guatemala la pos¡bilidad de hacer uso del más elemental de los derechos

democráticos.""

" tbid. Pág. 1s3
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La libertad de expresión comprende asimismo, la libertad de pensamiento a través de \JV

la libre manifestación de la opin¡ón personal. La cual debe entenderse que se perm¡te

d¡fundir el pensamiento a través de medios de comunicación, conlleva también, el

derecho de informar y ser informado. Todo el ciclo fue un derecho constantemente

violado por los gobiernos que se sucedieron durante el enfrentamiento armado interno

La censura se impuso mediante las prohibiciones a la c¡rculación de libros que se

consideraban comunistas, Ias restricciones a la libertad de cátedra y a la prohibición de

periódicos alternativos como la de El Estudiante que se dio a principios de la década de

los sesenta y que éra e¡ medio de comunicación de los estud¡antes universitarios.

Era prohibido hablar sobre las condiciones de violencia, discriminación, pobreza en que

se vivía, por cualqu¡er medio, porque se constituía en motivo para que quienes lo

hicieran fueran reprimidos. Grupos culturales, teatrales, así como escritores y poetas

fueron amenazados, ejecutados arbitrariamente o desaparecidos y otros más partieron

al exilio.

La puesta en vigor en 1965 de la Ley de Libre Emisión del pensamiento estableció las

líneas legales para ejercer este derecho, pero otras normas con rango similar

determinaron que ejercerlo fuera imposible. Así, tanto durante el Gobierno de facto de

Peralta Azurdia, como en el de Julio César Méndez l\ilontenegro, los periodistas

debieron estar a la defensiva para no ser blanco de los ataques a la libre expresión.
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Al iniciarse la década de los setenta los sucesivos estados de sitio cuya vigencia ""W
prolongó por un período de dos años, y decretados por el entonces presidente coronel

Carlos Manuel Arana Osor¡o, obstacul¡zaban el libre ejercicio de los derechos

ciudadanos, entre ellos la libertad de expresión.

Entre 1978 y 1982 se registra el mayor número de periodistas ejecutados

arbitrariamente o desaparecidos. La repres¡ón contra todos los sectores de la sociedad

desatada por el Gobierno del general Romeo Lucas Garcia repercutió también sobre

este grem¡o. El lnforme sobre Guatemala para 1981 preparado por la Comisión

lnteramericana dé Derechos Humanos, aseguraba que "si b¡en es cierto que en

Guatemala los periodistas eiercen su profesión en los distintos medios de

comunicación social, también la Iibertad de pensamiento y expres¡ón se ve constreñida

por el clima de temor y amenaza existentes, y que muchos periodistas han sido

víctimas de la violencia que conmueve a dicho país. Algunos intelectuales

guatemaltecos est¡man que la libertad de expresión del pensamiento se encuentra

seriamente limitada".23 Al igual que fue violentada la libertad de información, lo fue

también la libefad de opinión.

De conformidad con la Comisión para el esclarecim¡ento histórico, uno de los métodos

utilizados por el gobierno fue la desaparición forzada para acallar a los periodistas. De

'3 Organización de los Estados Amerlcanos, Comislón lnteramericana de Derechos H!manos,
Compilac¡ón de los lnformes publicados sobre la s¡tuación de 106 deaechoa humanos en
Guatemala '1980.1985.
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este periodo se cuenta a más de una decena en esta condición que en ejercicio de su

derecho a informar daban a conocer hechos contrarios a la política del gobierno

En marzo de 1982 con el golpe de Estado, se pensó que el ejercicio del per¡odismo

sería más abierto, algunos periodistas, incluso opinaron sobre la situación política que

se vivía en el país, s¡n embargo en abril del mismo año, el jefe del Estado mayor del

ejército difundió un comunicado entre per¡odistas por medio del cual solic¡taba

colaboración en la lucha contra la guerrilla, la cual cons¡stia en no volver a mencionar

en las publicaciones el término guerrillero y que en cambio se les calif¡cara de

terroristas; con tal'acción se ¡ntentaba nuevamente, coartar la libertad de expresión y

de información.

En 1986 se inicia la transición a la etapa de democracia y llega al poder el civil Marco

Vinicio Cerezo Arévalo, se ¡nicia el retorno de políticos, intelectuales y period¡stas en el

exilio y se abren nuevos medios de comunicación como el semanario La Época, el

diario Siglo XXl, la revista Crónica y el telenotic¡ero Siete Djas. El uso de la crit¡ca por

parte de la Prensa produjo roces que llevaron a coartar la libertad de expresión. Así, en

1989 el programa radial Radar lnformativo, transmitido por La Voz de Huehuetenango,

fue amonestado por sus críticas. Los nuevos med¡os de comunicación se

caracterizaron por desarrollar un periodismo de investigación, profundizando en las

informaciones.
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El segundo gobierno democrát¡co, en el cualfue electo como presidente Jorge Serrano

Elías, fue cons¡derado como un periodo difícil para la libertad de expresión en

Guatemala. Las relaciones entre la prensa y el Gobierno se fueron haciendo cada vez

más tensas. El Presidente acusó a la prensa de desestabilizadora del sistema y de que

los medios de comunicación, especialmente los escritos, eran sobornados por

narcotraficantes. Funcionarios del poder ejecutivo llegaron a considerar un posible

golpe de Estado fraguado desde el interior de los medios de comunicación.

En las últimas semanas de 1992 se produjo una serie de hechos que fueron calificados

por organ¡zac¡oneg de derechos humanos como una agresión sistemática a la l¡bertad

de prensa. El 25 de mayo de 1993 el presidente Serrano Elías rompió con el orden

estatal, d¡solvió varias instituciones e interrumpió con carácter temporal 46 artículos de

la Constitución, entre ellos el Artículo 35 que ampara el libre ejercicio de la libertad de

emisión del pensamiento. Envió a los medios de comunicac¡ón a contingentes de las

fuezas de seguridad para que los cuidaran y censores para que sometieran a revisión

las ediciones a publicar. El resultado fue la inmediata protesta de los period¡stas que

llegaron a las manifestaciones de repudio por el golpe de Fstado y por coartar la

libertad de expresión. Pocos días después el presidente Serrano Elías debió renunciar

su mandato y en su lugar el Congreso de la República eligió a Ram¡ro de León Carpio

hasta entonces Procu¡ador de los Derechos Humanos
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En los últimos años del enfrentamiento armado las presiones que se ejercieron

los periodistas y los medios de comun¡cación para que no informaran sobre

hechos fue disminuyendo.

A part¡r de 1996 la situac¡ón mejoró, sin embargo, no es del todo óptima. Como Io

ind¡ca el lnforme del lnstituto lnteramericano de Derechos Humanos, dentro de lo

favorable, puede afirmarse que en la actualidad no hay hechos que demuestren una

política del gobierno contra la prensa. El gob¡erno tolera la crítica; sin embargo, no ha

desarrollado la necesaria capacidad en el manejo de su relac¡ón con la prensa,

responsabilidad qúe pos¡blemente recaiga en la Secretaría de Comun¡cación Soc¡a¡ de

la Presidencia; por lo que puede afirmarse que es indispensable un mayor

acercamiento y cooperación hacia la prensa.

Refuerza que, el sistema normativo de Guatemala garantiza ampliamente el derecho

de acceso a la ¡nformación y la libertad de difundirla, no se logra una plena vigencia de

los m¡smos, debido en gran parte a ¡a falta de reglamentación de este derecho. En

Guatemala se encuentra plenamente protegido el acceso a la información en poder del

Estado, cuando se establece en el Artículo 35 de la norma suprema que: "...es libre el

acceso a las fuentes de información y ninguna autoridad podrá limitar ese derecho..."

Sin embargo la aplicación práctica de este precepto no siempre es así, y nuevamente

se lim¡ta por la carencia de normas que lo desarrollen y establezcan procedimientos

que impliquen una efectiva sanción.

\1



Según consta en el lnforme del relator especial para Ia Libertad de Expresión del año

2000, a fines de mayo de ese año, se organizó en Guatemala en conjunto con Ia

Pres¡dencia de la República, una conferencia lnternacional l¡tulada "El derecho al

acceso a la información en Guatemala", destinada a reflejar la importancia del derecho

al acceso a la información en poder del Estado y Ia acción de habeas data en el marco

de una sociedad democrática y la necesidad de adecuar las legislaciones en esta

materia. Además, el Estado guatemalteco elaboró con la asesoría de la Relatoría un

proyecto de ley sobre acceso a la información en poder del Estado, el cual contó con la

ampl¡a participación de la soc¡edad Civil de Guatemala. El 2 de abril de 2001, el

Secretario de Anátisis Estratégico de Ia Pres¡dencia del Estado, Edgar Gutiérrez, hizo

público en conferencia de prensa el proyecto de Ley de Libre Acceso a la lnformación

El Proyecto se remitió a la Comis¡ón de Legislación y Puntos Constitucionales del

Congreso de la República, desde abril de 2001. Denfo de los fundamentos de la ley se

señala que el derecho a la información es una de las condiciones bás¡cas para la

formación libre y democrática de la opinión públ¡ca, y para el fortalecimiento del

proceso democrático del país. Su objetivo primord¡al es garant¡zar el acceso a los

habitantes del país a la información en poder de los organismos del Estado, así como

de entidades que lo integren. Asimismo, que se permita conocer la información

personal que conste en arch¡vos estatales y particulares.

Dentro de las normas que esta iniciativa contiene se encuentran el derecho de las

personas para obtener en cualqu¡er tiempo informes, copias, reproducciones,
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constanc¡as, certificaciones y todo t¡po de informac¡ón o exh¡bic¡ón de expedientes, 
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¡mágenes, hechos, actos, contratos, y otros, en poder del Estado.

En caso de rechazo de la petición debe dictarse resolución tazonada al respecto y

notificarse. Por lo anterior, el Estado de Guatemala con el afán de proteger y normar el

derecho al acceso a la información, el 23 de septiembre de 2008, el congreso de la

Repúbl¡ca aprobó la Ley de Acceso a lnformación Pública, Decreto 57-2008, la cual

tiene como objetivo garantizar a toda persona interesada, sin discriminación alguna, el

derecho a solicitar y tener acceso a la información pública en posesión de las

autoridades y de lds sujetos obl¡gados por esta normativa.
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CAPíTULO III

3. La forma y const¡tuc¡ón de los iurados de imprenta en Guatemala

3.1 Aspectos considerativos

Como se ha venido desarrollando en el presente ¡nforme de investigación, en

Guatemala, existen normas constituc¡onales que rigen la garantía de libertad de

emisión del pensamiento. Por otro lado, y iomando en consideración que se trata de

una ley constitucional debe encontrarse en concordancia con las normas de la

Constituc¡ón Política de la República de Guatemala, sin embargo, como se pretende

establecer, esto no sucede así.

De conformidad con el Decreto 9, se crea en apariencia tribunales especiales, llamados

tribunales de honor para juzgar hechos relac¡onados con la ley, no solo por el hecho de

la conformación de este tipo de tribunales, s¡no también por la situación de la

conformación e intervención de autoridades que pertenecen al ejecut¡vo, violentándose

a juicio de quien escribe los artículos 203 y 204 de la Constitución Política de la

República de Guatemala.

Lo que se pretende con la integrac¡ón de este tipo de tribunales es la meior

fiscalización de la admin¡stración pública, tomando tamb¡én en cons¡derac¡ón que existe

el principio de que no constituyen delitos de injuria o calumnia las imputaciones que se
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hagan en contra de los empleados y funcionarios públicos por actos efectuados en el

ejercicio de sus cargos, pero pueden estos acudir a la institución del Tribunal de Honor,

y defenderse.

3.2 La const¡tución de los jurados de imprenta en Guatemala

Como se ha visto anteriormente, el ordenamiento juridico guatemalteco contiene

garantias específicas para impedir que se restrinja el derecho de expresión por vias o

medios indirectos, tales como el control por el Estado o particulares dest¡nados a impedir

la l¡bre c¡rculac¡ón de opiniones, el carácter de ¡nterés público reconocido a los medios de

comunicación social y la prohibic¡ón de su expropiac¡ón, o de cerrarlos o interrump¡rlos por

del¡tos referidos a la libertad de expresión.

Es importante remarcar que la Constitución guatemalteca es en este sentido más

avanzada que la Convención Americana de Derechos Humanos, ya que reconoce como

única limitación a estos derechos la vida privada privacidad y la moral. La Convenc¡ón en

cambio no sólo incluye limitaciones de interés individual sino que también los motivos de

interés social como la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral pública,

que no existen como restricción permitida en la legislación guatemalteca.

La misma Constitución señala además que una Ley Constitucional regulará todo lo

relativo a la libre emis¡ón del pensamiento, indicando como princ¡pio de la misma entre

otros que no deberán constitu¡r delito o falta las publicaciones que contengan denunc¡as,
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criticas o imputaciones contra funcionarios públicos por actos efectuados en el ejercicio

de su cargo. Los funcionarios por su parle tendrán derecho a que un tribunal de honor

decida sobre la verac¡dad de una publicación; y los abusos del derecho de emisión

deberán seriuzgados privativamente por juicio de jurados.

En la Ley de Emisión del Pensamiento se regula la conformación y constitución de los

jurados de imprenta, a continuación se resaltarán los aspectos más importantes de la

misma.

Se trata de una ley constitucional, y sus normas deben ir en concordancia con las

normas de la Carta Magna.

Entendiendo que la libertad de em¡sión del pensamiento es: "la libre manifestación

verbal o escr¡ta del pensamiento, que se estima derecho inalienable de la personalidad

sin otros límites que los exigidos por la moral pública y el respeto de los demás."24

Al referirse a la manifestación, comprende la exter¡or¡zación, la libertad de palabra y de

imprenta, tomando en cuenta que ésta última es la facultad de exponer toda clase de

ideas, opiniones y hechos, sin sujeción a censura previa ni otras restricciones más que

el respeto debido a la personalidad ajena, moral pública y al interés de la nación,

abarcando al periodismo y publicaciones de toda clase. La Ley de Emisión del

Pensamiento def¡ne lo relativo a qué debe entenderse como libre emisión del

'?a cabañellas, Guillermo. Oicc¡onar¡o de derccho usual. Tomo ll. Páq. 37
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pensamiento e ind¡ca que esta puede ejercitarse en cualesquiera formas, y no podrá

exigirse en ningún caso, fianza o caución para el ejerc¡cio de este derecho n¡ sujetarse

a censura prev¡a.

Define al impreso como la fijación del pensamienlo por medio de la imprenta, la

litografía, la fotografía, el mimeógrafo, el multígrafo, el fonógrafo y cualesquiera

procedimientos mecánicos empleados actualmente o que puedan emplearse en el

futuro para la reproducción de las ideas. ldentifica a los impresos, cualesqu¡era otras

formas de representación de las ideas, con destino al público, tales como estampas,

fotografías, grabados, emblemas, diplomas, medallas, discos, cintas o a¡ambres

fonográficos, ya sean fijados en papel, tela u otra clase de materia.

Hace una clasif¡cación de los impresos, indicando que pueden ser libros, folletos,

periódicos, hojas sueltas y carteles. Libro es todo impreso que expone o desarrolla un

tema o una serie de temas, o cont¡ene compilaciones sistematizadas o misceláneas,

formando volúmenes de cien o más páginas. Folleto es un impreso de igual naturaleza

que el anterior, menos extenso por su contenido comprendido en volúmenes de más de

cuatro pág¡nas y menos de cien. Periódico es un ¡mpreso publicado en serie, a

intervalos regulares, bajo un nombre constante, disfibuido al público para difundir

¡nformaciones, comentar¡os u opiniones.

En esta clasificación quedan comprendidos los suplementos, especializados o

m¡sceláneos y las ediciones especiales o extraordinarias, cualqu¡era sea el número de
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sus páginas. Hoja suelta es un impreso de una a cuatro páginas, caracterizada por su

edición y circulación ocasionales. Cartel es un impreso destinado a fijarse en lugares

públicos.

3.2.1 Delitos y faltas

Respecto a los delitos y faltas en la emisión del pensamiento, indica el Artículo 27 que

nadie puede ser perseguido ni molestado por sus opin¡ones; pero serán responsables

ante la ley quienes falten al respeto, a la vida privada o a Ia moral, o incurran en los

delitos y faltas sarlcionados por esta ley. Como se observa, a pesar de que establece

este derecho, tamb¡én indica las lim¡taciones al ejercicio de este derecho.

A su vez, el Artículo 28 establece que pueden dar lugar a juicio de jurado y a

sanciones, conforme la ley, las publicac¡ones en que se abuse de la libertad de emisión

del pensamiento en los casos siguientes: a) Los impresos que impliquen traición a la

pafia; b) Los impresos que la ley considera de carácter sedicioso; c) Los impresos

que hieran a la moral; d) Los impresos en que se falta al respeto de la vida pr¡vada; y e)

Los impresos que contengan calumnias o injurias graves.

Como se establece, es evidente que los supuestos contemplados en esta norma

const¡tucional, se encuentran establecidos como delitos en el Código Penal, incluyendo

los delios contra el honor, como sucede en el caso de la calumn¡a, ¡njuria y difamación.

La Ley de Emisión del Pensam¡ento indica que implican traic¡ón a la patrja, los

impresos por medio de los cuáles se cometan los delitos t¡pificados en los incisos 8o y
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código, ahora se encuentran regulados en el Título Xll del Código Penal, de los Delitos

Contra el orden lnstitucional, dentro de los cuales están: traición propia, traición

impropia, sedición entre otros. Respecto al delito de sedición es un término para

referirse a conductas que puedan ser estimadas por la autoridad como motivo de

insurrección en contra del orden constitucional establec¡do, ya sea la exposición de

discursos, el desarrollo de organizaciones, la escritura y d¡stribución de textos u otras

acc¡ones.

La sedición con frécuencia incluye la subversión de Ia Const¡tución y la incitación de

descontento o resistenc¡a a la autoridad legal. Además ¡ncluye cualquier conmoción y

generalmente se presenta asistida por violencia directa en contra de la ley. Debido a

que Ia sedición es típicamente cons¡derada como un acto subvers¡vo, la posibilidad de

que pueda ser perseguible como un delito varía de acuerdo al código legal de cada

país. Donde los códigos legales tienen una historia fácil de examinar, es posible

encontrar diferentes s¡gn¡ficados para el término sedición, cuyo significado varia en

ciertos per¡odos de la h¡storia.

La diferencia entre sedición y traición consiste primariamente en un acto final y

subjetivo de violación de la paz pública. La sedición no consiste enteramente en actos

que apoyen la guerra en contra del gobierno ni por la adhesión a la oposición,

brindando a los enemigos ayuda y confort. Tampoco consiste, ni en las democracias

más representativas, en protestas pacíficas en contra de¡ gob¡erno, ni en asistir al
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porcamb¡o de gobierno por medios democrát¡cos tal como la democracia directa

convención constitucional.

Se consideran sed¡c¡osos los escritos que conciten los ánimos al empleo de la fuerza

para impedir la aplicación de las leyes o a la autoridad el libre ejercicio de sus

funciones, o el cumplim¡ento de alguna providencia judicial o administrativa En ningún

caso podrá tenerse como falta o delito la crítica o censura a las leyes, propugnando su

reforma, o a las autoridades o funcionarios en el ejercicio de sus cargos.

Como se observá en la ley constitucional, las penas no son congruentes con la

realidad, pues es evidente de que en el tiempo en que se creó la norma, en

comparación altiempo actual, estas han caído en desuso.

Posteriormente se ref¡ere a las faltas a la moral y a la vida pr¡vada, entendiendo que la

moral son las reglas o normas por las que se rige la conducta de un ser humano en

concordancia con la sociedad y consigo m¡smo; la vida privada se conf¡gura en base a

dos ámbitos, uno inter¡or, referido al individuo y que afecta a su moralidad, a su psique,

a su pensamiento y a su cuerpo, y otro externo, donde se le atribuyen al sujeto las

mismas facultades que sobre sí mismo, pero con referencia a los demás. Forman parte

de ambos los datos a él relat¡vos, su domicil¡o, comun¡caciones y relaciones personales

y afectivas, la famil¡a y lo fisico, entre otros. En los dos ámbitos de la v¡da privada el
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sujeto es igualmente soberano y poseedor del derecho a controlar todo lo a

referido."25

25 Rebollo Lucrecio El De¡echo Fundamental a la lnf¡m¡dad Páo. 234.

'z6 Zannoni, Eduardo y Bíscaro, Beatrii, Responsabilldad de los r;edios de prensa. Pág. 207.

ella

De conformidad con nuestra legislación, faltan a la moral los impresos que ofenden la

decencia o el pudor público; y faltan el respeto a la vida privada, los impresos que

penetren en la intim¡dad del hogar o de la conducta social de las personas, tendientes a

exhibirlas o menoscabar su reputación o dañarlas en sus relaciones sociales.

As¡mismo, regula que son calumniosas las publicaciones que imputan falsamente la

comisión de un del¡to de los que dan lugar a proced¡miento de of¡cio. Cuando se trate

de transcr¡pc¡ón o glosa de informaciones dadas por oficinas del Estado la

responsabilidad recaerá sobre el empleado o funcionario que las haya suministrado. Se

cons¡dera que las penas que regulan para estos del¡tos ya no son congruentes con la

realidad y que merecen atención por parte de los legisladores.

3.2.2 Derecho de aclaración y rect¡ficación

En cuanto al derecho de aclaración y rectificación, también llamado de: "réplica actúa

como una acción extrajudicial y eventualmente jud¡cial que permite a la persona

afectada dar su propia versión frente a una información difund¡da por el medio de

comunicación social que fuere inexacta, agraviante u ofensiva".26 Los periód¡cos están

obligados a publicar las aclaraciones, rectificaciones, explicaciones o refutaciones que



les sean enviados por cualquier persona, indiv¡dual o jurídica, a la

hechos inexactos, se hagan ¡mputaciones o en otra forma

personalmente aludidas.
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que se atribuyan

sean directa y

En este caso, se puede mencionar que la aclaración y rectif¡cación que realizan los

medios de comunicación escrita, lo hacen cuando han faltado a la verdad por error,

pero no de la misma manera que como publicaron la noticia falsa, y esto es der¡vado de

la facultad que se atribuyen, no está clara la forma de hacer la aclaración o

rectificación, y en general, no se regula adecuadamente; el derecho de respuesta o

aclaración que tien'en los ciudadanos cuando sucede este tipo de casos en la vida real'

a pesar de que elArtículo 39 de la ley establece cosa distinta.

"La declaración, respuesta o réplica o rectificación permite solamente que el público

expuesto a la información cons¡derada inexacta, agraviante u ofensiva, pueda conocer

a instanc¡as de la persona afectada su propia vers¡ón de los hechos, como versión

diferente que permita al público formarse su propio juicio sobre la materia."27

3.2.3 Conformación de jurados

En cuanto a la conformación de los jurados, existen dos posiciones por parte de los

jurisconsultos, una que avala y promueve la institución del jurado, esto es la adopción

de tribunales pluripersonales llamados a pronunciarse en conciencia acerca de la

" tuio. eag ooo.

69



'-t; i\
.. 

-,:¡\
.: "-ir',f. !!l
i:' ;- /

\-/
y otra que defiende los tr¡bunalesexistencia del del¡to y de la culpabilidad del acusado;

ordinarios, en nuestro país la primera es la que rige.

Esta discrepancia de opiniones sólo tiene razón de ser en los países donde la

jur¡sd¡cción criminal ordinaria es ejercida por tribunales de derecho, como es el caso de

Guatemala, pues en aquéllos donde funciona la institución del jurado como régimen

normal en mater¡a penal, iamás se ha pretendido crear una iurisdicción diferente para

reprimir los delitos de ¡mprenta.

Los simpatizantes de la figura deljurado, sostienen que los jueces de derecho carecen,

en razón de su dependencia del Poder Público, de la imparcial¡dad necesaria para

juzgar con equidad infracciones que, como las de imprenta, interesan o afectan a

menudo a quienes encarnan el poder, entiéndase funcionarios públicos. Se argumenta

también que siendo la libertad del pensamiento un derecho natural inherente a cada

uno de los m¡embros de la colectiv¡dad, es ésta, representada por el jurado, la más

capacitada para juzgar si alguno de sus miembros se ha extralimitado o no en el

ejercicio del mencionado derecho. Sosteniendo esta tesis: "la institución del Jurado

descansa sobre el más viejo y el más equitativo de los principios del derecho natural: el

de que cada uno debe ser juzgado por todos."'u

Derivado de la investigación realizada se considera que la institución del jurado es, en

general, inadecuada para reprimir toda clase de faltas y delitos, especialmente para

7A

'?8 coulun, Henry. La libertad de prensa Pág. 67



juzgar aquéllas de la ¡mprenta. No puede atribuirse ningún valor al argumento de que

los tribunales permanentes están dominados por el poder públ¡co, pues en todos los

Estados democráticos, la independencia de los miembros del organ¡smo Judicial está

suficientemente ganntizada por principios de carácter constitucional y por preceptos

de sus leyes orgán¡cas, todos los cuales excluyen en lo posible la intromisión del

gobierno central.

En todo caso, aun admit¡endo que los tr¡bunales ordinarios puedan ser, en algunas

ocasiones, objeto de ¡nfluencia, no sería esta razón suf¡ciente para afirmar que no son

aptos para admin¡dtrar justicia en materia criminal, ya que de hecho son éstos qu¡enes

resuelven casos de materia penal. Los jueces que de conformidad con la ley deben ser

abogados, profesionales, y además de sus conocimientos juridicos que suponen

capacidad intelectual, están dotados de la serenidad y experiencia que les confiere el

continuado ejercicio de sus funciones judiciales; no asi el jurado, ya que: "El Jurado

resulta def¡ciente, porque es nervioso, impresionable, susceptible, ignorante y

caprichoso; en una palabra, es un niño grande falto de seriedad".2e

No es rechazada la idea de que los tribunales de derecho pueden ser, a veces,

influenciados por intimidac¡ones por parte del poder público, el jurado, en cambio, está

expuesto constantemente a una presión más poderosa y perjudicial para la correcta

administrac¡ón de justicia: la opinión pública. Tal influencia es especialmente peligrosa,

tratándose de delitos cometidos por medio de las publicaciones de la prensa, a quienes

'zs Allezard, Charles. Libe¡tad, púncip¡o de todos los dorechos. Pág. 184
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incluso se les ha llegado a denominar el cuarto poder, ya que siendo precisamente

éstas las que agitan y orientan la opinión pública, el jurado se ha de inclinar como es

lógico a favor de los acusados, es dec¡r, de quienes cuentan con las simpatías del

público.

Reforzando lo expuesto anteriormente, es conveniente ind¡car que los jurados de

imprenta han fracasado en forma rotunda en donde quiera que hayan s¡do implantados

como régimen de excepción. En Francia, por ejemplo, donde el jurado para los ju¡cios

de ¡mprenta fue establecido en 1881, el tratadista Garraud, después de referirse a los

pésimos resultados de su funcionamiento, emite el s¡gu¡ente juic¡o acerca de la ley que

los establec¡ó "Una ley hecha para los ladrones protegería mejor la propiedad, que lo

que esta ley hecha para los per¡odistas protege la dignidad de las personas y de los

poderes públicos".30

Por ejemplo, et caso de Chile, los jurados de imprenia fueron establecidos por pr¡mera

vez por un Decreto Ley dictado en 1813 y todos los textos legislativos posteriores sobre

la materia, los mantuvieron en vigor, dándoles diversa composición y diferentes

atribuciones, hasta que en 1925, después de más de medio siglo de completa

¡mpunidad para la imprenta, el leg¡slador, haciéndose eco del clamor general, los

suprim¡ó definitivamente, abrogado toda la legislación existente sobre la materia.

s caraud, René. Tratado práctico y teórico de la ley penal lrancesa, Pág. 131
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En Guatemala, la institución del jurado de imprenta se remonta a 1954' cuando el

Teniente Coronel Carlos Castillo Armas, inició un movimiento con la finalidad de

derrocar al gobierno de Jacobo Arbenz, y se convino derogar la Constitución de 1945;

promulgándose el Estatuto Político de la Repúbl¡ca de Guatemala, ¡nstrumento que dio

a la Junta Militar de Gobierno las facultades máximas para gobernar, escuetamente

normó como garant¡a ¡ndiv¡dual "la libre emisión del pensamiento; en el Artículo 15 se

establec¡ó como garantía individual en el inciso h) es l:bre la expresión del pensam¡ento

por la palabra o por cualquier otro medio de difusión, sin previa censura. Los delitos y

faltas que se cometen con ocasión del ejercicio de este derecho serán juzgados por un

Jurado integrado eh la forma que Ia ley determina." 3i

Este sería el primer intento en regular lo relativo a la libertad de emisión del

pensamiento, posteriormente, se promulgaron otras Constituciones, y es hasta la

institución de la Asamblea Nacional Constituyente de 1965 que se emite el Decreto 9,

Ley de Emisión del Pensamiento que regula en forma concreta lo relativo a la materia.

El Artículo 48 de la ley establece que los delitos y faltas en la emisión del pensamiento

por los medios de difusión serán juzgados privativamente por un jurado que declare, en

cada caso, conforme a su leal saber y entender, si el hecho es constitut¡vo de delito o

falta, o no lo es. En caso de una declarac¡ón afirmativa de un jurado, eljuez de primera

¡nstancia que lo haya convocado, continuará el trámite para füar las sanciones

3r Fuenies Pérez, lvlenfl Osberto. La libre emk¡ón del ponsamiéñto en el¡uic¡o oaal guatamalteco.
Pás.21
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conforme a ta ley; s¡ la declarac¡ón fuere negativa, el juicio será sobreseido ain táa\l¡d

trámite.

Como se establece, el juez ordinario común juega un papel importante, pues quizás lo

hace en calidad de árbitro o el que dirige la conformación, integrac¡ón y constitución de

los jurados y el Tribunal de honor que juzgará en este caso, los delitos que contempla

la ley, funciones que no están reguladas en otras leyes, como la Constitución Polít¡ca

de la República de Guatemala, Ley del Organismo Judicial y la Ley de Ia Carrera

Judicial, que es la que regula el quehacer de los jueces y magistrados de la Corte

Suprema de Justicia y organismo Judicia¡.

Claramente establece la forma en Ia cual se constituirán los jurados, se debe elegir

veintiún jurados para el departamento de Guatemala de la forma siguiente: siete por la

directiva del Colegio de Abogados, siete por el Colegio de Periodistas y siete por la

Municipal¡dad de la cap¡tal. Fn la misma forma se elegirán nueve jurados en los demás

departamentos donde existen imprentas o radiodifusoras, correspondiendo la elección

de tres de ellos a la Municipalidad de la cabecera departamental respect¡va.

La conformación de jurados es parte de un sistema acusatorio que se maneja en

países como Estados Un¡dos, que los jurados lo comprenden personas honorables

que son previamente calificadas por el juez que conocerá de la causa penal, así como

el fiscal y el defensor, como parte de la preparación del juicio, en este caso, los jurados

ya están designados, con intervención del Coleg¡o de Abogados y Notarios, el Colegio

14



ciudad capital, Io cual se considera que es completamente anti técnico, pues es

evidente de que los representantes del jurado que pertenecen al Colegio de

Periodistas, estarían a favor del medio de comunicac¡ón social, o del autor del articulo

sobre el cual se estará juzgando, pues estas personas se encuentran adscritas a dicho

ente, en este caso, de la Asociación de Periodistas de Guatemala, porque a pesar de

que dicha ley data de muchísimos años, aún no ex¡ste un Colegio de Periodistas

Es cuestionable tamb¡én el poco conocimiento que pudiera tener los nombrados

parte de Ia Munióipal¡dad de Guatemala de la ciudad capital y no decir en

departamentos, ya que no especifica que calidades deben poseer estas personas

Por otro lado, a estas personas particulares se les está dando legalmente la potestad

de juzgar y al juez de ejecutar lo juzgado, lo cual es completamente violatorio a los

conceptos vertidos en los artículos 203 y 204 de la Constitución Política de la Repúbl¡ca

de Guatemala.

S¡n embargo, se da participación a la Corie Suprema de Just¡c¡a en Ia conformación de

las nóm¡nas; a pesar de que no son los jueces quienes juzgan este tipo de ilícitos

penales.

En la ley en cuestión podemos separar dos clases de jurados, el jurado de imprenta

que es el descrito anteriormente, el cual va a establecer si en efecto, se cometió un

por

los
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del¡to o falta; y el Tribunal de Honor, el cual conocerá de los ataques o denuncias 

-
contra funcionarios o empteados públicos, por aclos oficiales en el ejercicio de sus

cargos, los miembros deben de tener las mismas calidades de los deljurado imprenta y

se les aplican las m¡smas normas.

De acuerdo a lo anterior, se puede determinar que los veintiún jurados no

necesariamente t¡enen que ser abogados, pues si bien siete son electos por la Junta

Directiva del Coleg¡o de Abogados, siete del Coleg¡o de Periodistas y siete por parte de

la Municipalidad de Guatemala de Ia ciudad capital.

Se mant¡ene activo el hecho de que la nómina se envía a la Corte Suprema de Justicia,

en el mes de marzo de cada año. En el caso de iniciarse un juicio de esta naturaleza se

elige por sorteo a cinco jurados para que resuelvan el caso.

Dentro de la legislación guatemalteca sólo en la norma contenida en el Articulo 49 se

hace mención de un Colegio de Periodistas, sin embargo, en la realidad no ha existido,

y los siete jurados designados, por éste son electos por la Asociación de Periodistas de

Guatemala.

En relación a los procesos penales promovidos contra periodistas por figuras públ¡cas,

durante los años del conflicto armado interno se produjeron este tipo de acciones

contra los miembros del gremio periodístico, pero esta práctica se fue reduciendo a
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partir de 1985. Son escasos los procesos penales contra periodistas y no es un

recurso que se utilice frecuentemente en el medio guatemalteco.

En el informe sobre el estado de la libertad de expresión en Guatemala conforme al

Artículo 13 de la convención Americana sobre Derechos Humanos menciona que se

realizó un estudio en diferentes tribunales y en el Arch¡vo General de Tribunales para

consultar sentencias que se refieran a procesos penales instaurados contra periodistas,

en la gran mayoría de casos los mismos no llegaron a sentencia. Los casos en los

cuales se presentaron sentencias, según informes del citado Archivo datan de más de

treinta años por Io que las s¡tuaciones han variado, así como la legislación.

3.3 Los jurados de imprenta en otros países

En diversos países, la libertad de expresión ha sido reconocida como un derecho

fundamental desde los primeros textos constitucionales hasta la actual¡dad. Este

reconocimiento or¡gina ¡mportantes consecuencias juridicas, pues todo análisis

relacionado con su ejercicio deberá necesariamente tomar en consideración la

existencia de otros derechos fundamentales y bienes que también gozan de protección

const¡tucional, con los que puede entrar en conflicto pero con los que tamb¡én debe ser

armonizado. Asim¡smo, su reconocimiento constitucional le otorga a este derecho una

protección especial frente al legislador, qu¡en al momento de regular su ejercic¡o, debe

respetar su contenido constitucionalmente privilegiado, pues en caso contrario las
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jundrconormas que emita sobre

por inconstitucionales.

la materia podrán ser expulsadas del ordenamiento

3,3-1 México

En l\¡éxico existe la Ley sobre delitos de imprenta en forma específica, que de alguna

manera su conten¡do tiene relación con lo que se estipula en el caso de la Ley de Libre

Emisión del Pensamiento, y dentro de los aspectos relevantes al ju¡cio o proceso, se

define lo siguiente:.

- Esta ley data del año mi¡ novecientos diecisiete. En la actual¡dad, se le han

efectuado reformas a esta ley, especialmente con el fin de despenalizar la

difamación, calumnia e injuria.

En cuanto a la conformación de los jurados de ¡mprenta los organizó en forma

detallada con las sigu¡entes características: a) Antes del año '1917, los

ayuntam¡entos integraban el jurado denominado de 24 horas, seleccionados de

listas elaboradas cada año. b) La obligación de ser iurado es inexcusable, so pena

de multa. c) Habrían dos jurados, uno de calificación formado por once ¡ndividuos y

otro de sentencia que se integraría por diecinueve ciudadanos. d) El jurado de

califlcación, a los que la ley denomina jueces de hecho, decid¡rían por mayoría

absoluta de votos s¡ una acusación es o no fundada, notificándose la decis¡ón al

Ayuntam¡ento correspondiente. e) Si Ia decisión fuera acusatoria, el Ayuntam¡ento

1?,



sometería el caso a un juez conciliador, quien convocaria al jurado

para que, con diversas formalidades, d¡ctase la resolución y, en su

que correspondiese según se tratase de faltas a Ia vida privada, a

orden público.
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de sentencia*

caso, la pena

la moral o al

A part¡r de 1917, las características de los jurados en todos los Estados de la

Federación l\¡exicana, son: a) La fracción Vl del Artículo 20 constitucional confiere

a los estados la decisión de establecer o no los jurados b) El iurado cuando es

reconocido por la ley debe resolver exclusivamente sobre la culpabilidad del

procesado y sü resoluc¡ón debe ser irrevocable por el juez. El juez debe catalogar

la resolución deljurado conforme a las disposiciones de la ley penal, apreciando las

c¡rcunstancias agravantes o atenuantes que puedan existir. c) El juzgamiento

procede por un juez o por un jurado, no por ambos simultáneamente d) La

naturaleza del jurado es que un grupo de ciudadanos, apartándose de las normas

legales sobre estimación de la prueba, emita en concienc¡a su juicio sobre los

hechos sometidos a su decisión. Esta naturaleza no puede ser apreciada por el

juez de amparo y se reputa irrevocable. e) Los del¡tos cometidos por medio de la

prensa deben ser juzgados por un jurado popular si atentan contra el orden público

o la seguridad exterior o interior de la nación.
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3.3.2 El Salvador

En este país se encuentra el Decreto 693 que se denomina Ley de lmprenta, y dentro

de los aspectos más importantes de resaltar de la misma, se encuentran:

- Se refiere en sus primeros artículos aspectos semejantes a como se regula en Ia

Ley de lmprenta de l\¡éxico y de Guatemala.

- En cuanto a la forma en que se conc¡be la garantía de¡ ejerc¡c¡o de l¡bertad de

pensamiento, bl Artículo 1 indica: Todos los habitantes de El Salvador tienen

derecho de impr¡mir y publicar sus pensamientos por la prensa, sin previo examen,

censura ni caución; pero serán responsables ante el Jurado por el delito común que

cometieren al ejercerlo. Este derecho es extensivo a la introducción y circulación en

la República de toda clase de libros, folletos y papetes. El abuso de la libertad de

imprenta no constituye delito espec¡al, sino sólo una circunstancia agravante del

delito común que por med¡o de ella se cometiere.

Ha reformado dicha ley con respecto a los delitos contra el honor, en el caso de la

d¡famación calumnia e injuria, pues fueron derogados, y se ha manifestado que

estos eran importantes pa.a refotza( los conceptos que r¡gen en la Ley de la

materia, pues se mater¡alizaban a través de estas f¡guras delictivas.
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3.4 Presentación de casos

En este apartado se plantearán dos casos concretos con la finalidad de brindar una

idea respecto a los delitos expuestos a lo largo de este trabajo, así como de la forma en

que se han juzgado en cada caso.

3.4,1 Caso de Bruce Harris

Bruce Harris lideraba al grupo defensor de la niñez Casa Alianza, organización sin

f¡nes de lucro que trabaja para proteger y rehabilitar a los n¡ños y n¡ñas de la calle en

México y Centro América, fue acusado en septiembre de 1997 por difamación, injurias

V calumnias por la abogada guatemalteca Susana de Umaña. De Umaña presentó el

caso después de que Casa Alianza y la Oficina del Procurador General de Guatemala

llevaron a cabo una investigac¡ón sobre el tráf¡co de bebés a través de adopc¡ones

internacionales, a principios de 1997.

El resultado de Ia investigación incluía 17 acusaciones criminales en contra de

abogados guatemaltecos, entre los que estaba De Umaña, lo cual fue puesto del

conocim¡ento público en una conferencia de prensa convocada por el entonces

Procurador General, Asisclo Valladares; durante ésta, Harris, en representación de

Casa Alianza, alegó que Susana de Umaña había usado influencias indebidas con el

fin de que las autoridades jud¡ciales movieran rápidamente los procesos de adopción

presentados por ella. De Umaña se desquitó iniciando una demanda legal.
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Harr¡s y su equipo legal de la Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de V

Guatemala (ODHAG), lucharon para que el caso fuera escuchado en un tribunal de

imprenta desde que se interpusieron los cargos en su contra por parte de De Umaña,

esposa de un ex-Presidente y ¡,4agistrado de la Corte Suprema de Just¡cia de

Guatemala. Harris sostuvo que cuando él habló en contra de De Umaña estaba

ejerciendo su derecho a la libertad de expres¡ón, derecho que está protegido por la

Constitución de Guatemala. De acuerdo con el Artículo 35 de la Constitución de la

República, el tr¡bunal de ¡mprenta es el que presidirá todos los casos en los cuales esté

involucrado elderecho a la libertad de expresión.

Asimismo, como ya se düo en capítulos anteriores, el Artículo 35 indica que todos los

asuntos relacionados con la libertad de expresión serán regulados por la Ley

Constitucional de Emisión del Pensamiento. Esta ley, indica que los crímenes penales

o ¡nfracc¡ones menores en la emisión del pensamiento a través de los medios de

comunicación serán juzgados privadamente por un jurado, tribunal de imprenta, el cual

declarará si la acción constituye un crimen o no.

Sin embargo, en vez de haberlo enviado al tribunal de imprenta, como lo estipula la

Constitución de Guatemala, el caso de Harris estuvo pasando por ¡nnumerables

juzgados penales. Del tr¡bunal cuarto se designó al tribunal quinto de sentenc¡a penal

de narcoactividad y delitos contra el ambiente como tribunal competente para conocer

del caso, el 25 de matzo de 1998, Bruce Harr¡s planteó nuevamente una excepción de

incompetenc¡a, en rczón de la materia, mismo que se echazó argumentando que

a2



/js,,¡>\
-:+r a¡r;''r"\

".:-'"'"-¿\j¡tlisIrrñ¡ !!¡"1: 

- 
^8¡/

\<."rr,
Bruce Harris como persona particular utilizó los medios de comunicación para

manifestar su criterio, y por no ser parte de la prensa no podía invocar ¡legal¡dad de su

sujeción al procedimiento penal común. El señor Harris apeló ante la Corte de

Apelaciones, pero la misma denegó el recurso indicando lo mismo que eltribunal; al no

ser miembro de ningún medio de comunicación su actuación no estaba amparada por

el Art¡culo 35 de la Constitución Política de la República, ni por la Ley de Em¡sión del

Pensamiento. Además consideró que Bruce Harris no probó que las expresiones

injuriosas se habian referido a actos celebrados por la señora Susana de Umaña en

sus funciones como funcionaria pública, derivado de su calidad de notaria

El expediente se trasladó finalmente al tr¡bunal duodécimo, pero éste dictó una

prov¡dencia ordenando convocar a un juicio de jurados, tribunal de ¡mprenta, de

conformidad con el Artículo 46 de la Ley de Emisión del Pensamiento; derivado a que

el Tribunal concluyó que dicha ley no es aplicable sólo a per¡od¡stas, sino a todas las

personas, por iratarse de un derecho constitucional; los delitos que se cometen al

excederse en las opiniones deberían ser conocidos por el Jurado de lmprenta.

Fue hasta enero de 2004 que el tribunal duodécimo de sentencia penal absolvió a

Bruce Harris de toda responsab¡lidad en el juicio por d¡famación que se llevaba en su

contra

Como se deduce del relato anterior, ex¡ste confusión respecto a qu¡én debe conocer los

'del¡tos der¡vados de la expresión del pensam¡ento cuando ésta se hace a través de un
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medio de comunicación, lo cual derivó en un vaivén de recursos legales y de un

entrampamiento de la justicias por más de B años en este caso.

3.4.2 Caso de Jorge Palmieri

Este caso constituye un antecedente respecto a la conformac¡ón de los tribunales de

honor recogiendo lo que establece la ley de la materia. El periodista Jorge Palmieri fue

acusado por el señor de origen italiano, Orazzio Cultreri Bucceri, de haber cometido los

delitos de d¡famación e injur¡as vert¡das por la prensa. En septiembre de 1967 el

acusado es llevadb ante un tribunal de honor que se integró en el juzgado sexto de

pr¡mera instanc¡a de Io crim¡nal, como se llamaba antes; según el periodista, el señor

Cultreri Bucceri no gozaba de buena reputación y había s¡do expulsado de varios

paises y cuando vino a Guatemala, aprendió hipnotismo curso que impartía el doctor

Albert Yans.

Fue condenado por el tribunal de prensa que se conformó de acuerdo a la ley de la

materia y uno de los fundamentos fue que el Código Penal vigente establece que

comete difamación quien da a conocer la deshonra de una persona, y el artículo

siguiente estipula que al acusado de cometer una difamac¡ón no se le aceptarán

pruebas.

El jurado de imprenta se conformó con cinco personas de los cuales tres eran

abogados y votaron que era culpable, dos period¡stas que votaron lo contrario. Este

84



fue el primer caso de demanda por difamación periodística que hubo en Guatemala.

primero y el último.

El señor Palm¡eri ¡ndica que "la Corte de Constitucionalidad declaró recientemente que

los artículos sobre el desacato en el Código Penal vigente violan el Articulo 35 de la

Constitución Política de la República que estipula: "Es libre la emisión del pensamiento

por cualesquiera med¡os de difusión, sin censura ni licencia previa. Este derecho

constitucional no podrá ser restringido por la ley o disposición gubernamental alguna".

Sin embargo, también establece que: "quien en uso de esa libertad faltare al respeto a

la vida privada o á la moral, será responsable conforme a la ley. Quienes se creyeren

ofendidos tienen derecho a la publicación de sus defensas, aclarac¡ones y

rectificaciones". 32

Y concluye diciendo: "No constituye delito o falta las publ¡caciones que contengan

denuncias, críticas o imputaciones contra func¡onarios y empleados públicos por actos

efectuados en el ejercicio de sus cargos". Los artículos 411, 412 y 413 del Código

Penal establecían que: "quien ofendiere en su dignidad o decoro, o amenazare,

injuriare o calumniare a cualquiera de los presidentes de los organismos del Estado,

será sancionado con pris¡ón de seis meses a dos años" y que: "qu¡en amenazare,

injur¡are, calumniare o de cualqu¡er modo ofendiere en su dignidad y decoro, a una

autoridad o func¡onario en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, será

sanc¡onado con prisión de seis meses a dos años; y, finalmente: "al acusado de injuria

" htto://iorsepalmieri.com/2010/10/05/debe reformarse el codiso-oenal/ día de consulta 17-05-2012
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contra funcionario o autoridades públicas sí se admitirá prueba sobre la

imputación si se tratare de hechos concernientes al ejercicio de su cargo.

será absuelto si probare ser cierta la imputación".33
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verdad de la

En este caso

El señor Palmieri al momento de ser juzgado, era columnista de Prensa Libre, donde

alternaba dos columnas cada día: escena, que firmaba con el seudónimo de apuntador

y buenos días que firmaba con su nombre. Fue declarado autor responsable del delito

de injur¡as y sentenciado a cuatro meses de arresto menor conmutables en su totalidad

a razón de cincuenta centavos diar¡os y el juez dispuso que siguiese gozando de

libertad.

Lo importante de este caso, es la forma en que se conformó el tribunal de honor y los

jurados. La demanda penal se presentó en un juzgado del orden común, es decir, el

juzgado sexto de primera instancia de lo criminal, y el juez de conformidad con la ley,

se designó por sorteo a cinco personas para integrar el jurado, hab¡endo sido los

licenciados Arnoldo Reyes Morales, Alejandro S¡lva Falla y Rafael Rivera del Frate, y

los periodistas José Ángel lvlonasterio y Horacio Mauricio Earrera, quienes después de

ser juramentados por el juez eligieron como presidente al l¡cenciado Reyes Morales.

El juicio tuvo lugar el 29 de septiembre de 1967 en la sala de Vistas Públicas de la

Corte Suprema de Justicia que estaba situada en la 9a. avenida de la zona 1

tt rbid-
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CAPíTULO IV

4. La nec$idad de que se regule en el Código Penal el del¡to de d¡vulgación de

noticias fabas

4.1 Aspectos considerativos respecto a la competencia de los tribunales de

imprénta

La Constitución Politica de la República de Guatemala es un cuerpo legal que

establece los derechos fundamentales de la persona y regula la organización política,

jurídica y administrativa de Guatemala como Estado soberano e independiente. Dentro

del ordenamiento jurídico guatemalteco la Constitución jerárquicamente ocupa el primer

lugar, es la ley suprema y sobre ella no existe ninguna otra ley. Las leyes y normas que

conforman dicho ordenamiento ún¡camente desarrollan pr¡ncipios y las d¡sposiciones

contenidas en la Constitución, subord¡nándose a ella y si en algún caso la contrariaren

o tergiversaren las mismas serán nulas ipso iure.

La Constitución Política de la República es clara al establecer la función jurisd¡ccional

que ejerce con exclus¡v¡dad por la Corte suprema de Justic¡a y los demás tribunales.

La división más común que se hace de la jurisdicción es la ord¡nar¡a y privativa; la

primera es: "¡a que conoce el fuero común u ordinario; a d¡ferencia de las especiales o
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privilegiadas, la extens¡va a la generalidad de las personas, cosas y causas'30, es decirW

la que actúa en los casos comunes o generales. La jurisdicción privativa es: "la

ejerc¡da exclusivamente en una causa o mater¡a por un juez o tribunal, que priva asi a

todas las demás de poder intervenir en su conocim¡ento y decisión"3s, a modo de

extender más el concepto, es: "atribu¡da por la ley a un juez o tribunal para el

conocimiento de determinado asunto o de un género especifico de ellos, con

prohibición o exclusión de todos los demás"36

Como se puede apreciar, la jurisdicción es otorgada por ley, en este caso, la

Constitución como'ley suprema es la que otorga la iurisdicción ord¡naria y privativa, y

establece que la misma corresponde con exclus¡vidad al Organismo Judicial, quienes

les corresponde la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado. Además,

agrega que ninguna otra autoridad podrá intervenir en la adm¡nistración de justicia.

Entonces, de acuerdo al Estado de derecho y conforme las normas que regula la

Constitución que se desa¡rollan en lo penal, en lo que establece el Código Penal y

Código Procesal Penal, ninguna persona puede ser juzgada por tribunales especiales,

pues esto afecta la segur¡dad jurídica de cualquier ciudadano que va a ser juzgado por

jueces ¡mparciales, y en el caso de la conformación de jurados, y como se integran

estos, no existe certeza de la capacidad profesionai de los mismos y que pueden fallar

3a cabanellas. Ob. cit. Tamoll,Pág.472
- tbíd-
36 Agrilrre Godoy, [/lario. Derecho P]ocegal civil. Volumen L Pág. 84



en conc¡enc¡a y no mediante la sana crítica razonada que utilizan los jueces del orden

común penal.

El Artículo 203 de la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala tiene el claro

acierto term¡nológico de hablar de potestad, los juzgados y los tribunales colegiados

tiene el monopolio de su ejerc¡c¡o, no pudiendo atribuirse a órganos distintos, esto es la

llamada exclus¡vidad de ejerc¡c¡o de ¡a potestad, a la que se refieren los Articulos 203

de la Constitución y 58 de la Ley del Organismo Judicial, por lo que se cons¡dera que

este tipo de delitos como otros, deben ser conocidos por tribunales comunes, no solo

por lo expl¡cado en cuanto a que la normativa t¡ene mucho tiempo de vigencia y que

cuando se creó las cond¡c¡ones sociales y económicas, así como políticas no eran las

mismas, sino también por el carácter inconstitucional que tiene esa conformación.

4.2 Los lím¡tes a la l¡bertad de expresión

Es indudable que, en Ia práctica, no se debe permitir la ciega apl¡cación de normas

consideradas absolutas, cada garantía o derecho constitucional debe recibir una

apl¡cación compatible con otras normas tamb¡én const¡tuc¡onales, y sobre todo, con el

sentido común en su más alta expres¡ón, representado por autoridades admin¡strativas,

legislativas y judiciales. Las mismas normas constitucionales reconocen que deberán

ser apl¡cadas bajo ciertas limitaciones que determinará el legislador.
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Aceptada la idea de que la libertad de expresión no puede ser general, y de expresión 
'Q't/

med¡ante la prensa en especial, no puede ser absoluta; se presentan diferenciaciones

entre varios niveles de expresión, algunos en que la libertad debe ser mantenida con

más énfasis, y otros en que, a la luz de la sensibilidad política y iurídica, las

restricc¡ones que impondrían los poderes legislativo o judicial podrían ser toleradas

más fácilmente; no todo lo que se expresa mediante la imprenta merece el mismo

grado de protección constitucional.

Los límites a la l¡bertad de expresión pueden ser defin¡dos como toda reducción de

alguno de los elementos jurídicos que conforman su contenido. Como se establec¡ó

anteriormente, se justif¡ca la potestad del legislador para establecer estos límites

partiendo de la ¡dea que los derechos fundamentales no son absolutos, sino que

admiten restricciones, pues a partir de su reconocimiento e incorporación en un

ordenamiento jurídico, coexisten con otros derechos o bienes const¡tucionales, por lo

que pueden presentarse s¡tuac¡ones que impliquen la necesidad de proteger estos

derechos o bienes frente a un determinado ejercicio de la l¡bertad de expres¡ón. Será

en tales supuestos que el legislador se encontrará facultado para restr¡ng¡r la difusión

de ideas e informaciones, correspondiendo a los tribunales resolver cualquier

controversia sobre Ia materia, en la búsqueda de una armonia entre la libertad de

expresión y los derechos fundamentales de los demás y los bienes jurídicos

constituc¡onalmente protegidos.
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Las restricciones a la libertad de expresión pueden estar orientadas a prottiUirld

difusión de un determinado discurso (reshicc¡ones sobre el contenido) o regular la

forma, t¡empo, lugar o med¡o en que puede ser transmit¡do (restricciones neutras). La

precisión sobre el tipo de restricción tiene consecuencias importantes, pues en los

supuestos en que se prohíbe la difusión de una determinada idea o información el

análisis jurídico de la restricción es más intenso que en aquellos en que la limitación se

relaciona con eltiempo, lugar o modo empleado para difund¡r un mensaje.

Todo límite a la libertad de expres¡ón debe cumpl¡r con determinados requisitos, tanto

de orden formal óomo sustantivo, de modo tal que no se produzca una arb¡traria

restricción en su ejercicio. El requisito formal se relaciona con las características que

debe tener la norma que establece restricciones al ejercicio de la libertad de expres¡ón.

En este sentido, tanto en el derecho internacional de los derechos humanos como en el

derecho comparado, se opta por considerar a la ley en su sentido formal, como la

fuente autorizada para establecer una restricción a los derechos fundamentales.

Las restricciones a la libertad de expresión relacionadas con el contenido del mensaje

deben ser aprobadas med¡ante una reforma a la Constitución, por tratarse de las

restricciones más intensas al ejercicio de este derecho, mientras que las restricciones

neutras pueden ser establecidas mediante una ley en sent¡do formal u otra norma con

rango similar. Se trata de una opción que permite conjugar proporc¡onalmente la

neces¡dad de garantizar ¡a libertad de expresión con los diversos tipos de restr¡cciones

que pueden ser efectuados a su ejercicio.
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Junto con el requisito formal, toda limitación al ejercicio de ]a libertad de expresión debe

observar determinados requisitos sustantivos. En este sentido, debe estar or¡entada a

alcanzar un objetivo legítimo, que puede ser la protección de otro derecho fundamental

o de algún bien que tenga protección constitucional. Aslmismo, se requiere que exista

una relación d¡recta entre la l¡mitación que se establece y el objetivo que se desea

alcanzat. De igual modo, es importante analizar si parc alcanzat ese objetivo puede

establecerse otra medida dist¡nta a la restricción del derecho fundamental. De

considerarse la medida necesaria, tendrá que analizarse si es proporcional al derecho

o bien constitucionál que se desea proteger.

En todo caso, ninguna restr¡cción puede ser establecida de modo tal que, en los

hechos, haga ¡mposible el ejercicio del derecho limitado; lo que implica respetar su

contenido esencial.

Las restricciones a la libertad de expresión no pueden hacerse efectivas con

anterioridad a la d¡fus¡ón de la idea o información que se quiere dar a conocer, sino que

se concretan en la modalidad de responsabilidades posteriores. Corresponde primero

ver o escuchar aquello que quiere expresarse y luego se evalúa si lo expresado ha

transgredido algún límite previsto legalmente. El fundamento de esta prohibición se

encuentra en la necesidad de ev¡tar que una autoridad o funcionario tome una decisión

sobre las ideas o informaciones que deben circular en una sociedad, sobre la base de

su criterio personal o del gobierno de turno.
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La prohibición de la censura previa se encuentra prev¡sta en las normas internacionales

de derechos humanos, como el Artículo 13" de ¡a Convención Americana sobre

Derechos Humanos, así como en d¡versos textos constilucionales. Sin embargo, los

excesos de los medios de comun¡cación en materia de l¡bertad de expresión han dado

lugar a que, a nivel teórico, se plantee la pos¡bilidad de habilitar una censura previa

judicial.

Los fundamentos de la proh¡bición de la censura deben ser aplicados en todo ámbito y

no ser entendidá únicamente como una prohibición a las autoridades de tipo

administrativo, situación part¡cularmente importante en la real¡dad que vive nuestro

país, en donde diversos casos de censura previa han sido originados por decisiones

judiciales que, aparentemente fundadas en la azón y el derecho, tenían por objetivo

impedir la c¡rculac¡ón de ideas e informaciones sobre asuntos de interés público.

Los límites a la libertad de expresión pueden ser ana¡izados a partir de Ia norma que

los establece, análisis abstracto, o a partir de su aplicación en una situac¡ón particular

que sería el análisis concreto. El análisis en abstracto se puede realizar a propós¡to de

una demanda de inconstitucionalidad presentada contra la norma legal que establece

una restricción a la l¡bertad de expresión, o como paso previo para resolver un caso

concreto en donde la norma ha sido aplicada.
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Por su parte, el análisis en concreto ¡mpl¡ca que si un juez considera que el limite Yt'/

compatible con la Const¡tución, puede también evaluar si su aplicación en una situación

determinada resulta razonable y proporcional.

Dado que todo límite a la l¡bertad de expresión implica que hay otro derecho o bien

constitucionalmente protegido que requiere ser garantizado' se suele emplear la

expresión: conflicto entre derechos, para hacer referencia a esta situación Para Ia

resolución de este problema a nivel del derecho comparado, se han desarrollado

diversos métodos, s¡endo el más empleado el denominado test de proporcionalidad o

ponderación.

Sin embargo, existe una teoría que niega que pueda existir un conflicto entre derechos

fundamentales, conocida como teoría no confl¡ct¡vista o armonizadora, y que considera

más apropiado hablar de conflictos de pretensiones, que se resolverían a través del

denom¡nado método de la delimitación constitucional del contenido de los derechos,

para lo cual se debe acudir a diferentes criterios, encontrándose denlro de ellos la

ponderac¡ón, que adquiere en esta teoría una perspectiva diferente aunque no muy

clata

Según la Organización Foro de la Libertad, los sistemas jurídicos, y la sociedad en

general, reconocen límites a la libertad de expresión, en particular cuando la l¡bertad de

expresión de los conflictos con otros valores o derechos. Limitac¡ones a la libertad de

expresión puede seguir el pr¡ncipio de daño o el princ¡pio de delito, el primero consiste
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en una máxima de comportamiento ético que se aplicaría en una sociedad contractual,

formada por seres humanos intelectualmente emancipados y con una educación

buena, donde los integrantes de esta, ciudadanos, se comprometerían a actuar libre y

responsablemente siempre y cuando sus decisiones y acciones no supongan un daño

a otros c¡udadanos ajenos a estas decisiones; el principio de delito, argumenta que e¡

principio del daño no ofrece una protección suficiente contra los comportamientos

ilícitos de los demás; ofender a alguien es menos grave que dañar a alguien, las penas

impuestas deben ser más altas cuando se causa daño, el grado en que las personas

pueden ofenderse varía, o puede ser el resultado de prejuicios injust¡ficados, el

principio de delito Sugiere que un número de factores que deben tenerse en cuenta al

aplicar el principio de la ofens¡va, incluyendo: el alcance, la duración y el valor soc¡al

del discurso, la facil¡dad con que se puede evitar, los motivos del orador, el número de

personas ofendidas, la intensidad de la ofensa, y el interés general de la comunidad.

4.3 La ¡nconstitucional¡dad de la conformación de jurados dé imprenta de

acuerdo al Artículo 203 de la Constitución Política de la República de

Guatemala

Uno de los temas que t¡ene mayor importancia en materia de delitos de imprenta o de

prensa, es el que consiste en def¡nir cuáles son los tribunales más apropiados para

reprim¡rlos. Como se ha mencionado anteriormente, existen dos opiniones al respecto,

unos a favor de un jurado específico que se pronunc¡a sobre la existenc¡a del delito y la

culpabil¡dad del acusado; y el otro que adopta a los tribunales ordinar¡os.
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Esta diferencia de opiniones o pareceres sólo tiene iustificación en los países donde la

jurisdicc¡ón criminal ordinar¡a es ejercida por tribunales de derecho, pues en aquéllos

donde funciona la institución del jurado como régimen normal en mater¡a penal, jamás

se ha pretendido crear una jurisdicción diferente para reprimir los delitos de imprenta

Ahora bien, al establecer Io que indica la norma constitucional respecto a la

conformación de jurados y tribunales de honor de la forma como se ha analizado a lo

largo de la presente investigación, y tomando en consideración lo que se regula el

Artículo 203 de la Constitución Política de la República de Guatemala, se encuentra el

legislador en una ahtinom¡a de leyes constitucionales, que amerita para su resoluc¡ón Ia

aplicación de instrumentos o herramienlas útiles para su interpretación ¡ntegral.

Partiendo de lo anterior, se debe analizar lo que respecta al pr¡nc¡pio de supremacía

constitucional. Toda sociedad para desenvolverse requiere de un conjunto de normas

generales de conducta humana, organización política y jurídica; la Constitución es en

donde se recogen dichas normas, las que han de cumplirse para que los habitantes

de una nación puedan vivir en paz con justicia y libertad.

La misma Constitución Política de la Repúb¡ica de Guatemala establece las leyes que

han de crearse con la finalidad de proteger ciertos derechos constitucionales, como el

caso de la Ley de la Em¡s¡ón del Pensamiento. En cuando a niveljerárquico, no podría

existir ninguna otra además, por lo que alrededor de ella misma deben girar las demás

leyes.
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De acuerdo a lo anterior y conforme la teoría kelseniana la const¡tución ocupa el pr¡mer

lugar ubicándose en la punta de la pirám¡de. El Artículo 203 de la Carta lvlagna,

consagra que la justicia se imparte de conformidad con la Constitución y las leyes de la

República. Corresponde a los tr¡bunales de just¡c¡a la potestad de juzgar y promover la

ejecución de lo juzgado. De acuerdo con lo anterior, la potestad de juzgar entonces se

ejerce con absoluta exclusividad por la Corte Suprema de Justicia y por los demás

tribunales que la ley establezca. Aquí no se hace referencia alguna de los tribunales de

honor, que tengan las funciones y calidades que los tribunales de justicia, así tamb¡én

no se establece nada al respecto de los jurados de imprenta.

El principio de supremacía constitucional tamb¡én se encuentra regulado en el Artículo

I de la Ley del Organismo Judicial. Este princip¡o asegura una compatib¡l¡dad entre

normas que conforman el ordenamiento jurídico. Queda claro entonces, que en

Guatemala, solo la Corte Suprema de Justicia y los tribunales que dependan del

Organismo Jud¡cial y que legalmente lleguen a establecerse poseen el poder de

jurisdicción. Dentro de los órganos que conforman esta inst¡tución no se encuentran ni

los tribunales de honor ni los jurados para que conozcan, juzguen y ejecuten lo resuelto

que conlleve la comisión de un hecho del¡ctivo por parte de un sujeto act¡vo, y mucho

menos se puede considerar que a ésta persona somet¡da a conocimiento de este t¡po

de tribunales especiales, del deb¡do proceso y los demás princip¡os que se regulan en

el proceso penal le sean respetados.
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4,4 Loe delitos medíáticos y Ia divulgación de noficia falsas

Se consideran delitos mediáticos todas aquellas sanciones u omisiones desplegadas a

través de los medios de comunicación que puedan ser const¡tutivas de delitos. Se

entiende por medio de comunicac¡ón todo aquel apto para transmitir, divulgar, d¡fundir o

propagar en forma estable y periódica, textos, sonidos o ¡mágenes destinados al

público, cualquiera sea el soporte utilizado. Los delitos mediát¡cos conllevan la lesión

del derecho a la información oportuna, veraz e imparcial que posee todo ciudadano,

además tales delitos atentan contra la paz social, seguridad e independencia de la

nación, orden público, estabilidad de las instituciones del Estado, salud mental o moral

pública, que generen sensación de impunidad o de inseguridad y que sean cometidas a

través de un medio de comunicación.

No cabe duda que es de suma importancia el hecho de que un conglomerado social se

encuentre informado, es esencial; y bajo ningún punto de vista puede ser reprimida

esta acc¡ón de tal manera que a nivel mundial y nacional existen medios de

comunicación que ese es su deber, el de informar, especialmente cuando se trata de

noticias.

Dentro de los delitos mediáticos se encuentran los siguientes:
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4.4.1 Divulgación de noticias falsas

En este delito se da la acción de divulgar, a través de un medio de comunicación social,

noticias falsas que ocasionen una grave alteración a la tranquilidad públ¡ca, pánico en

la poblac¡ón y que la mantenga en zozohta, alteración del orden público, que produzca

perjuicio a los intereses del Estado.

De conformidad con lo anterior, tanto el sujeto activo como el sujeto pasivo puede ser

cualquier persona', pero es necesario que la noticia sea, en primer lugar, falsa

entiéndase algo que simula, ¡mita o parece ser real, sin serlo; o bien, que engaña, que

lleva a un engaño. Requisito principal, que dicha noticia se de a conocer a través de

algún medio de comunicación.

4.4.2 Manipulac¡ón de not¡cias

Este delito consiste en man¡pular o tergiversar una noticia, generando Ia falsa

percepc¡ón de los hechos o creando una matriz de opinión en la sociedad, siempre que

con ello se hubiere lesionado la paz social, segur¡dad nacional, orden público o salud

mental o moral pública.
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Man¡pular significa que se va a controlar sutilmente a un grupo de personas' o a la

sociedad, impidiendo que sus op¡niones y actuaciones se desarrollen natural y

libremente, y terg¡versar cons¡ste en interpretar erróneamente un suceso, por eiemplo

4.4.3 Negaüva a revelar información

Ocurre cuando el director, gerente, editor o responsable de un medio de comunicación

se niega a revelar la identidad del autor de una noticia o artículo periodístico publicado

bajo un pseudónimo o en forma anónima, siempre y cuando le sea requerido, por

ejemplo por el lvl¡nisterio Público o por un juez.

4,4-4 coacciónmediática

Cometen este delito los propietarios, directivos o responsables de medios de

comunicación que empleen éste para amenazar, intimidar, coaccionar o infundir temor

de cualquier forma a otros.

4.4.5 Omis¡ón voluntaria de suministrar información

Ocurre cuando los propietarios, directivos o responsable de medios de comunicación

de forma voluntar¡a e injustificada se niegan a informar sobre hechos o situaciones

cuya falta de divulgación constituya una lesión al derecho a la información inherente a

cada persona.
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4.4.6 ¡nstigación

¡nducir a hacer algo, por medio de cualquier medio de comunicación, a través de

publicaciones o transmisiones destinadas a promover la guerra, violencia, odio u

hostilidad entre sus habitantes o colectividades, en razón de su raza, sexo, religión,

nacionalidad o ¡deologia.

4.4.7 obstaculización de actividades de medios de comunicación

lncurre en este délito, la persona que obstaculice o impida, por coacción, violencia,

ameoaza, engaño o soborno, el libre funcionamiento de cualqu¡er medio de

comunicación ya sea público o privado, lesionando el derecho a la ¡nformación veraz,

oportuna e imparcial.

En virtud de lo anterior, los sujetos activos en la comisión de este tipo de delitos, dentro

de los cuales, vale decir, se encuentra el delito de d¡vulgación de noticias falsas, son

esenc¡almente los dueños y cualquier otra persona que ejerza cargos directivos en

med¡os de comun¡cación impresos, televisivos o rad¡ofónicos, tanto de naturaleza

pública como privada, así también incurren en este tipo de delitos los productores

nacionales independientes, periodistas, locutores, conferencistas, artistas y cualquier

otra persona que se exprese a través de cualqu¡er medio de comun¡cación, sea éste

¡mpreso, televisivo, rad¡ofónico o de cualquier otra naturaleza.
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4.4.8 Consideraciones sobre el delito de divulgación de noticias falsas

La noticia es el mensaje por el cual, el ¡nformador capta algo exterior a é1, lo ordena en

forma de mensaje y lo transmite. La noticia siempre se origina de la realidad, la que

debe ser captada por el emisor para llegar lo más fielmente posible al receptor' La

importancia de la noticia rad¡ca en la necesidad que t¡ene el hombre de conocer el

mundo exterior, la realidad, para poder formarse como persona indiv¡dual y social.

Ahora bien, "en este proceso de captación de lo real por parte del informador y su

posterior transmisión pueden presentarse obstáculos que desnaturalicen la not¡cia o

que d¡rectamente transmitan algo que no es noticia produciéndose el fenómeno de la

desinformación. Así por ejemplo puede darse la ¡gnorancia de la realidad o el error en

su aprec¡ac¡ón. La responsabilidad por tales irregularidades depende de que una y otra

sean evitables o invencibles."3T

La noticia para ser tal debe ser veraz. Si la noticia no se da conforme a la realidad, hay

que decir que no existe realmente la noticia, porque la verdad es el constitutivo mismo

de la información. "El emisor funciona así de mediador social, por lo que su misión de

transmisor de la realidad como verdad si no se cumple con justicia puede producir una

fabricación de la real¡dad conforme a unos intereses ideológicos y políticos concretos,

37 Bustamante, Alsina. Los efocios civilés de las intormaciones inexactas o agraviantes' Pá9. 85.
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y que denunc¡an muchoscosa que en buena medida ocurre

autores"3S

en el periodismo actual

La importancia de la verdad en el mensaje de noticias es puesto de resalto por autores

españoles para qu¡enes: "la expresión noticia falsa es contradictoria en sus términos

porque la falsedad no es noticia, puesto que adolece de su constitutivo esencial En

términos más genér¡cos, no es mensaje. La libertad de expresión no es llbertad de

mentif'39

Existen otros mensajes en los cuales la verdad no hace a su esencia. Asi por ejemplo

el mensaje de op¡nión, en el cual quien opina emite un juicio de probabilidad, y no de

certeza. Quien opina se encuentra en una zona intermedia entre la duda y la certeza

Otro tipo de mensaje es la propaganda, la que se encuentra en el extremo opuesto a la

noticia como objeto del derecho a la informac¡ón. Si de una es exigible jurídicamente la

verdad y la objetividad, de la propaganda sólo se exige que se exprese libre y

correctamente.

En Ia d¡vulgación de noticias, el requis¡to de veracidad hace a su esencia. Por ende

corresponde analizat la responsabilidad que cabe al informador cuando la not¡cia que

difunde no se corresponde con la verdad.

s Garcr¿ S¿nz Ros¿ IVI Elderecho a opinar l¡bremente, Pág ¿3
t" Desantes G¡arter Jose. Dorecho de la información. Pág 60
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Entonces, el delito de d¡vulgac¡ón de noticias falsas, se puede concebir como en el que u/

incurre toda persona que divulgue a través de un medio de comunicación social,

noticias falsas que ocasionen una grave alteración a la tranquilidad pública, pánico en

la población, la hubieren manten¡do en zozobta, que haya alterado el orden públ¡co,

que hubieren produc¡do un perjuicio a los intereses del Estado.

4.5 La real¡dad nac¡onal con relación a los del¡tos médiáticos específ¡camente la

publicación de noticias fubas

Luego de la realización del fabajo de campo, en donde se ha est¡mado acudir a

diferentes medios de comunicación escrita, no fue positivo lograr ¡nformación acerca de

qué opinión tenían respecto a la manipulación de noticias o a la divulgación de las

noticias y por ese motivo, se acudió a algunos estudios y estadísticas que al respecto

se han presentado y que se puede tener acceso, tomando en cuenta que este tema es

muy complejo y complicado por la naturaleza del mismo.

Se analizó Io sucedió en el caso de la manipulación de la información en medios de

comunicación sobre el caso FLISOL, en Quetzaltenango; para entender mejor FLISOL

es el Festival Latinoamericano de lnstalación de Soft\¡,/are Libre, es el mayor evento de

d¡fusión del Software libre que se realiza desde el año 2005 en diferentes países de

manera simultánea. Es una oportunidad para todas aquellas personas interesadas en

conocer más acerca del software libre. Partic¡pando es posible entrar en contacto con

el mundo del soflware libre, conocer a otros usuarios, resolver dudas e interrogantes,
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Esto es lo escrito por Josué Ortega en mayo de 2012 "Como se han enterado algunos

el pasado fin de semana se llevó a cabo FLISOL, lamentablemente los med¡os de

comunicación en Guatemala siguen manipulando la ¡nformación y censurando Ia

verdad. El software libre no ha sido la excepción de la censura en los medios, a

continuación les dejo un correo enviado a Ia lista de discusión de Free Software

Foundation de Latinoamérica: Desde la inicios de mes gracias a Julio Morales me

contacté con una Feportera del periódico local El Quetzalteco que de buena fe y con

gusto aceptó a realizat un reportaje de una página sobre el FLISOL; no solo del evento

en Xela, s¡no de todo el evento a nivel latinoamericano.

Luego de enviarle toda la información necesaria, fotografías, reseñas históricas' etc '

me hizo una entrevista. Ya todo estaba listo para la publicación el día jueves 26 de

abr¡|. Pero para mi sorpresa y para muchos de Xelalug el reportaje nunca salió El

sábado 28 durante el evento llegó la reportera con cara de preocupación, y casi puedo

afirmar vergüenza, me explicó las razones del porqué no salió dicho reportaje a la vez

que me enteré que El Quetzalteco no es un per¡ódico independiente s¡ no que depende

totalmente de Prensa Libre. La razon era sencilla: algunos anunciantes se

comunicaron con Prensa Libre y amenazaron con retirar su publicidad en El

Quetzalteco si este reportaje se publicaba, personalmente no creo que lo hayan
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dudado mucho, la dec¡sión también fue sencilla: no publicar el reportaje y meter

noticias de relleno.

Esta historia tiene dos puntos críticos uno malo y uno bueno (siempre trato de verle el

lado bueno a todo) 1) Se comprueba lo que muchos ya sabemos y algunos otros

suponen: la man¡pulac¡ón de la información en los medios de comunicación.2) El punto

bueno es que estas empresas ven como una amenaza el software libre, es decir ya

saben de los movimientos que existen en Guatemala y de las bondades del SL,

además votan que las personas cada día qu¡eren ser más libres respecto a sus

decisiones y a lo {ue quieren consumir, por lo que estas empresas ya no pueden seguir

con su modelo de negocios actual (probablemente basado en software propietario

¡legal).

En este caso en específico la ¡nformación manipulada, puede ser rec¡bida con

confianza y buena fe, y conduce a las personas no según la verdad sino según las

¡ntenciones del manipulador, por lo que toda manipulación es una mentira a¡ servicio

del afán de dominio sobre los demás. La prensa está manipulada y las razones son

diversas. Quizá una de las principales razones es la ideológica, ya que es un

instrumento para determinar la opinión pública según quién la gestione. En los

periódicos se puede llevar a cabo la manipulación según el mater¡al escogido para la

primera página, el titular destacado y el espac¡o que se destine a cubrir un asunto. Hay

muchas maneras de manipular la información y no por ello es necesario mentir, basta
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con limitarse a no decir la verdad o a omitir el tema como en este caso, simplemente se 
x'l:rjl

om¡tió el reportaje del FLISOL.

l\4e pregunto ¿cuántas veces ha pasado esto? la mayoría de los lectores de un

periódico reciben de forma pasiva la informac¡ón que se les ofrece, dicha información

ya está defin¡da por dist¡ntos grupos y regida por dist¡ntos intereses ya que deciden por

ellos que deben pensar, seleccionan el mater¡al y el tratamiento que hay que darle. Es

triste ver como per¡ódicos de gran peso que se hacen llamar independientes se dejen

convencer por intereses propios dejando por un lado su deber primordial: informar a la

población de forma' imparcial."a0

También se consideró ¡mportante una publicac¡ón en el Diar¡o S¡glo 21, del 5 de

d¡ciembre de 2010, respecto a la opinión del ex presidente de la República Oscar

Berger, en el caso de Pavón y que se cita textualmente: "El ex presidente cr¡ticó a un

grupúsculo de organizac¡ones de una falsa justicia. El ex pres¡dente Óscar Berger, en

un mensaje transm¡tido en radio y teiev¡sión, reapareció públicamente para referirse a

la necesidad de aclarar algunos puntos respecto al caso Pavón, en torno al cual, dijo,

hay organizaciones que se han convertido en entes manipulados ideológicamente para

desacreditar a ex funcionarios públicos, como Carlos Vielmann y Alejandro G¡ammattei.

Berger defendió la toma de la Granja Penal Pavón al señalar que el operat¡vo fue

anunc¡ado al cuerpo diplomático y organismos de Derechos Humanos a quienes se les

DÍa de consulta 22 05 2012.
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mantuvo informados continuamente, consc¡entes de que de esta manera a" l!:s)/

garantizaba el correcto desenvolvimiento de lo planificado. Se quejó de que un

grupúsculo de organismos, ha presentado ante la comunidad internacional y de la

población a Vielmann, ex ministro de Gobernación, y a Giammattei, ex director de

Pres¡dios, como los promotores de acc¡ones al margen de la ley El ex gobernante

recordó que fue durante su gestión que se promovió la creación de ¡a Comisión

lnternacional Contra la lmpunidad en Guatemala (ClClG) y resaltó que la toma de

Pavón fue un éxito, pues se logró anular de raiz un centro de corrupción y base de

operaciones de una buena parte del cr¡men organizado.

Enfatizó que la denuncia de las organizaciones a las que alude no es más que el

aprovecharse de las debilidades del Estado de Derecho, para abusar de sus funciones

y convertirse en adalides de una falsa just¡cia y en una legalidad torcida".al

Como podemos deducir de los dos casos anteriores, ex¡ste man¡pulación de los medios

de comunicación respecto a qué noticias publicar, o la forma de publicarlas, creando un

cl¡ma de alteración a la tranquilidad pública, violando el derecho que tiene la población

de conocer la verdad.

41 httpJ/w\qw.s2'l.com.oVnacionales/20'l O/12l05/berqer-ve manipulacion{orno-caso pavon. Dta de
consu fa 22-05-2012
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4.6 Propuesta de solución a la problemática planGada

Está claro que la normativa existente respecto a los delitos med¡áticos no se adecúa a

la realidad guatemalteca, ése ha sido uno de los motivos por los cuales las personas

que se han considerado afectadas por la publicación de notic¡as falsas en los medios

de comunicación social no denuncian tal atropello a su honor' menos pensar que un

ciudadano en el ejerc¡cio de su derecho a estar informado denuncie a algún medio de

comunicación, ya que como se dijo, tenemos derecho a informar y estar informados;

pero siempre con hechos verdaderos.

Por otro lado, el derecho de respuesta ya no cumple los fines para los cuales se creó

de conformidad con Ia normativa ya analizada,lo cual amerita que esta se adapte a la

realidad y verdaderamente sea congruente precisamente con esos fines; con el

derecho que tienen las personas de respuesta ante una situación de esa naturaleza en

donde se encuentran prácticamente en estado de indefensión, pues no cuentan con los

medios para hacer publicac¡ones de la forma y tamaño como lo han hecho en su

perjuic¡o; aunque la ley obligue a los medios de comunicación a rectif¡car su error en el

mismo espacio en el que se reprodujo la noticia falsa, éstos, cuando por fin hacen la

publicación fehaciente. es en un espac¡o menor.

Como lo estab¡ecen otras normat¡vas extranieras, la competencia para conocer de este

y cualquier otro tipo de delitos debe ser de ¡os jueces ordinarios y de acuerdo a los

procedimientos que establece el Código Procesal Penal.
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En base a ello, sería conveniente que exista una ley que regule los delitos mediáticos

dentro de los cuales se tipif¡caria el de divulgación de noticias falsas.

Dentro de esta propuesta, se consideran como aspectos importantes de regular los

siguientes:

El objeto de la ley es prevenir y sancionar las acciones u omisiones desplegadas a

través de Ios medios de comunicación que puedan ser constitutivas de del¡tos; ello

con el propósito de lograr el equilibrio y la armonía entre los derechos a la libertad

de expresión ! a la información oportuna, veraz e imparcial, y el derecho a la

seguridad interna de los ciudadanos, de conformidad con las disposiciones

contenidas en la Constitución de la República de Guatemala, el Código Penal

especialmente.

Ex¡sten dos vías para que éstos delitos entren en nuestro ordenamiento jurídico, a

saber de una Ley que regula los Delitos l\ilediáticos, en otros países se ha

denominado Ley de lmprenta; o bien en ese orden, crearse un marco normativo en

el Cód¡go Penal dentro de las normas que regulan Ios delitos de calumnia,

difamación e injuria, e incluirse los delitos mediáticos dentro de los cuales, la

divuigación de noticias falsas, que debe preverse que lo comete quien a sabiendas

publique o difunda noticias falsas que ocasionen una grave alteración a la

tranqu¡l¡dad pública o un grave perjuicio a los ¡ntereses económicos del Estado o a

su crédito exterior deberá ser sancionado con pena de prisión y multa. De igual

110



manera sucede en el caso de que la notic¡a afecta a una

jurídica y se considere está afectada en su honor, patrimonio,

zl.*llll¡¡

'rü*"*?l\-'-t"-"É7
Y¡rq9/

persona rndlvrdual o

etc.

Realizar las definic¡ones fundamentales como medios de comun¡cación social

escritos, televisivos, etc., los delitos mediáticos, quienes son los sujetos activos y

pasivos de dichos delitos.

Como se mencionó, dentro de este marco se encuentra la d¡vulgación de noticias

falsas, manipulación de noticias, negativa a revelar información, coacción

mediática, ofnis¡ón voluntaria de suministrar información, instigación,

obstaculización de actividades que realizan los medios de comunicación, entre los

pr¡nc¡pales.

Dentro de las penas se debe contemplar la reparación civil derivado de una

sentencia condenator¡a en la comisión de estos delitos.

De conformidad con la Constitución, eljuzgamiento de estos delitos corresponde

Ios tribunales ordinarios de orden penal, como sucede para los demás delitos,

que conlleva reformas de las normas penales al respecto.

a

lo
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CONCLUSIONES

1. En la Repúbl¡ca de Guatemala no existe legislación que contemple los delitos de

¡mprenta, ya que a los medios de comunicación se les otorga una pos¡ción

juridica preferente amparándolos bajo el derecho de libertad de expresión y

emisión del pensamiento.

2.

4.

3

La libertad de expres¡ón comprende la libefad de pensamiento a través de la

manifestación de la opinión personal, sin embargo existen límites a la misma

cuando hay otro derecho o bien protegido constitucionalmente, como sucede

con el derecho al honor cuando es violado por los medios de comunicación a

través de sus publicaciones.

La conformación del jurado de imprenta para eljuzgamiento de los delitos contra

el honor es v¡olatoria a preceptos constitucionales, ya que a través de éstos se

le otorga a personas particulares la potestad de juzgar, función jur¡sdiccional que

le compete exclusivamente a la corte Suprema de Justicia.

La regulación de los delitos mediáticos no ha sido promovida ni difundida, sin

embargo afecta a la poblac¡ón cuando los medios de comun¡cac¡ón d¡vulgan

noticias falsas ya que alteran Ia tranquilidad de la población, crean zozobra y

violan el derecho a estar informados, afectando también la toma de decisiones.

113





l":rll"¡4t
:; lu"rir¡¡¡ !! I\';1,;-,;el

RECOMENDACIONES

1. Es necesar¡o que el Estado a través del Congreso de la República cree la

leg¡slac¡ón que permita regular el actuar de los medios de comun¡cación,

respetando el derecho de libertad de expresión en concordancia con el derecho

que disfruta la población guatemalteca a poseer información veraz.

Los medios de comunicación como sujetos tiene derechos y asim¡smo

obligac¡ones, es indispensable que dentro de su actuar respeten los límites que

la ¡ey y trátados internacionales han impuesto a la libertad de expresión,

evitando con sus publ¡caciones vulnerar derechos de otros, como el honor de

las personas.

Es responsabilidad del Congreso de la República de Guatemala a través de la

ley, otorgarle a la Corte Suprema de Justicia la potestad de juzgar los del¡tos

comet¡dos por los medios de comunicación con la finalidad de que éstos sean

enjuiciados de conformidad con el proceso penal guatemalteco establecido.

2.

3.

4. Con los alcances que poseen los medios de comunicac¡ón gracias a la

tecnología actual, es obligación del Estado proteger los derechos de los

ciudadanos frente a éstos, regulando el actuar de los mismos, creando delitos

mediát¡cos ya sea a través de una ley específica o ¡ncorporándolos al Cód¡go

Penal.
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